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LISTADO DE ABREVIATURAS 

 

-AP: Audiencia Provincial. 

-Art: Artículo. 

-CC: Código Civil. 

-CE: Constitución Española. 

-Ccom: Código de Comercio. 

-FJ: Fundamento Jurídico. 

-LCCh: Ley Cambiaria y del Cheque. 

-LA: Ley de Arbitraje. 

-LC: Ley Concursal. 

-LEC: Ley de Enjuiciamiento Civil. 

-LVPBM: Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles. 

-ReICAZ: Real e Ilustre Colegio de Abogados de Zaragoza. 

-SA: Sociedad Anónima. 

-SL: Sociedad de responsabilidad Limitada. 

-Ss: Siguientes. 

-STC: Sentencia del Tribunal Constitucional. 

-STS: Sentencia del Tribunal Supremo. 

-TC: Tribunal Constitucional. 

-TS: Tribunal Supremo. 

-UNCITRAL: United Latinos Commission for the Unification of International Trade Law 

(en inglés, Comisión de las Naciones Unidas para la Unificación del Derecho Mercantil 

Internacional). 
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Ante mí, D. Samuel Muñoz Acín, se presenta don Fernando Gil López, en nombre y 

representación de la mercantil «Agrigón SL», representación que acredita mediante poder 

notarial que exhibe, otorgado ante el Notario de Zaragoza don Pedro Martínez Fernández, 

y tiene, por tanto, capacidad legal suficiente para representar y obligarse en nombre de la 

citada mercantil, y solicita DICTAMEN sobre los siguientes  

 

I. ANTECEDENTES DE HECHO 

 

1. DESCRIPCIÓN DE LAS PARTES OBJETO DE LA RELACIÓN 

JURÍDICA Y DE SUS ACTIVIDADES PROFESIONALES. 

 

D. Fernando Gil López, administrador de la empresa «Agrigón SL», con domicilio social 

en Zaragoza y dedicada a la comercialización y reparación de todo tipo de maquinaria 

agrícola y ganadera, es un cliente que habitualmente suele acudir a nuestro despacho de 

abogados para hacernos consultas legales sobre el funcionamiento de su empresa, 

contratación, contabilidad, fiscalidad, etc. 

A finales del año 2014, D. Fernando Gil se presenta en nuestro despacho y nos encarga 

la redacción de un contrato de compraventa con reserva de dominio de la cosa vendida. 

El motivo, es que la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL», con domicilio social 

en Águilas (Murcia), y dedicada a la producción de leche y otros productos lácteos en 

todo el territorio nacional, está interesada en comprar una de las máquinas que 

comercializa «Agrigón SL». Concretamente, se trata de una «Ordeñadora automática 

DeLaval 1200», valorada en 185.730,23 Euros, para instalarla en una de las varias granjas 

industriales que la empresa compradora tiene en España. Concretamente, ésta será 

instalada en la granja sita en la ciudad de Teruel. 

 

2. VICISITUDES DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA CON RESEVA 

DE DOMINIO. 

 

Debido a que la sociedad compradora no consigue financiación a través de ninguna 

entidad bancaria o financiera, y dadas las buenas relaciones que mantienen desde hace 

tiempo mi cliente, el Sr. Gil López y D. Francisco Pérez Soto, administrador de la empresa 
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«Ganadería Vacuna Murciana SL», llegan a un acuerdo para abonar el precio de la 

máquina en quince mensualidades, con un tipo de interés del cinco por ciento anual 

durante las doce mensualidades que fuesen pagaderas en el año 2015. Además, en el 

contrato de compraventa se pactan dos garantías. Una de ellas real (la reserva de dominio 

de la máquina a favor de «Agrigón S.L» hasta el completo pago del precio e intereses), y 

otra personal, mediante la firma de D. Francisco Pérez como avalista de «Ganadería 

Murciana SL» para un eventual caso de impago. También se incluye una cláusula penal; 

la retención de los pagos iniciales por parte de «Agrigón SL» en caso de resolución 

anticipada del contrato de compraventa por impago de la mercantil compradora. 

El calendario de pagos pactado sería el siguiente: 

- 1/01/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/02/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/03/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/04/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/05/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/06/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/07/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/08/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/09/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/10/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/11/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/12/2015    12.687,26 € (principal e intereses) 

- 1/01/2016    12.048,68 € (principal) 

- 1/02/2016    12.048,68 € (principal) 

- 1/03/2016    12.048,68 € (principal) 

 

3. SOMETIMIENTO A LA CORTE ARAGONESA DE ARBITRAJE Y 

MEDIACIÓN. 

 

Por último, y tras haberlo estudiado y analizado en profundidad, en el contrato se 

incorpora una cláusula de sometimiento a arbitraje con renuncia expresa de cualquier otro 

fuero. No obstante, las partes insisten en que además del arbitraje consideran adecuado 

intentar previamente una mediación y así lo hacen incorporando al contrato una cláusula 
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híbrida, que es la siguiente: «Cualquier controversia civil o mercantil que haya surgido o 

pueda surgir entre las partes se resolverá mediante mediación administrada por el Servicio 

de Mediación de la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación, de acuerdo con su 

Reglamento y demás normativa aplicable, al que se le encomienda la administración y 

desarrollo de la mediación. 

Así mismo, las partes intervinientes acuerdan que, para el caso de finalizar la mediación 

sin alcanzar un acuerdo, la controversia objeto de la presente mediación se resuelva 

definitivamente mediante arbitraje, en el marco de la Corte Aragonesa de Arbitraje de la 

Asociación Aragonesa de Arbitraje a la que se encomienda la administración del arbitraje 

y la designación del árbitro o árbitros de acuerdo con su Reglamento. Así mismo, las 

partes intervinientes en el arbitraje se comprometen a realizar en el momento en que sean 

requeridas para ello las provisiones de fondos fijadas por la Corte». 

 

Nuestro cliente sabe que «Ganadería Vacuna Murciana SL» está empezando a atravesar 

una situación económica complicada debido a la falta de pago de sus clientes y a la baja 

facturación de la empresa. D. Fernando Gil es consciente de lo largos que pueden llegar 

a ser los procedimientos judiciales y el alto coste económico que pueden tener. Por ello, 

le recomendamos someter las controversias que puedan surgir en lo relativo a la 

interpretación y cumplimiento del contrato a la Corte Aragonesa de Arbitraje y 

Mediación, para que resolver éstas mediante mediación o arbitraje. Son muchos los 

beneficios que puede tener el arbitraje con respecto a la jurisdicción ordinaria, pero los 

más importantes son la rapidez para obtener una resolución del árbitro y la 

confidencialidad de las actuaciones. 

En este caso, el principal beneficio del arbitraje con respecto a un procedimiento judicial 

ante la jurisdicción ordinaria, es la rapidez para obtener un laudo del tribunal arbitral, que 

debe dictarse, según dispone la Ley de Arbitraje, (en adelante, LA) en seis meses desde 

la contestación a la demanda si por las partes no se ha pactado otro plazo (el laudo es 

firme desde que se dicta y contra él no cabe recurso alguno, salvo determinados casos 

muy excepcionales que no suelen darse) frente a los muchos meses o quizá años que 

suelen pasar hasta que se obtiene una sentencia firme de un Juzgado de Primera Instancia 

o Mercantil. Si tenemos en cuenta además que el domicilio social de la empresa 

«Ganadería Vacuna Murciana SL» se encuentra en la Región de Murcia, se incrementarán 

considerablemente los costes. 
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Por otro lado, A D. Fernando Gil le preocupa bastante la posibilidad de que puedan 

aparecer en los medios de comunicación noticias relacionadas con un posible proceso 

judicial que se llevase a cabo frente a la mercantil compradora, así como que sus clientes 

o proveedores conozcan detalles sobre la situación del procedimiento relativo al 

incumplimiento del contrato, por lo que la confidencialidad del arbitraje es para él una de 

las razones más importantes para incluir en el contrato la cláusula híbrida de sometimiento 

de las controversias objeto del contrato a la mediación o arbitraje. 

Además de esta máquina, la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL» compró, en el 

mismo acto, un tractor de marca «Kubota M108-S», cuyo precio era de 31.500 Euros, 

para cuya compra se expidió una factura en la que se daba un plazo de sesenta días al 

comprador para abonarla. Esto es, la compra de dicho tractor no fue recogida en el 

contrato de compraventa de la ordeñadora automática, sino que fueron dos actos 

diferentes, por lo que en un eventual caso de impago de esta factura, no podría reclamarse 

mediante el proceso arbitral, siendo la mejor solución la interposición de petición inicial 

de juicio monitorio. El motivo de no recogerse esta otra venta en el contrato objeto de 

este Dictamen es el hecho de que nuestro cliente no nos comunicara nada al respecto 

sobre la venta del tractor «Kubota M108-S». Esto es, «Agrigón S.L.» vendió el tractor a 

«Ganadería vacuna Murciana S.L.», emitió la factura correspondiente y al momento de 

ser necesaria la presentación de la solicitud de arbitraje respecto de la «Ordeñadora 

automática DeLaval 1200», D. Fernando Gil nos plantea la posibilidad de someterla 

también al arbitraje, algo que dependerá de la aceptación de la parte contraria. 

Existe, como decimos, la posibilidad de tratar de incluir la factura del tractor «Kubota 

M108-S» en el procedimiento de arbitraje, siempre y cuando la otra parte, tras dársele 

traslado de la solicitud de arbitraje presentada por “Agrigón SL», estuviera de acuerdo en 

ampliar el arbitraje. Esto es así debido a que el procedimiento arbitral es flexible (dentro 

de los límites que establezca el Reglamento de la Corte, ya que estamos ante un arbitraje 

institucional), pudiendo las partes incluir, de mutuo acuerdo, el impago de la factura del 

tractor en aras a la autonomía de la voluntad de las partes. En caso de no aceptarse la 

inclusión de este concepto en el arbitraje, se deberá interponer una petición inicial de 

juicio monitorio ante el Juzgado de Primera Instancia de Lorca (Murcia), por ser éste el 

partido judicial al que pertenece la población de Águilas, lugar donde la mercantil 

demandada tiene su domicilio social. 
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4. INCUMLIMIENTO DE CONTRATO POR PARTE DE LA MERCANTIL 

COMPRADORA 

Llegado el día de la firma del contrato de compraventa de la máquina ordeñadora, al 

residir D. Fernando Gil en Zaragoza y D. Francisco Pérez en la provincia de Murcia, 

ambos decidieron que, para evitar los gastos de viaje que implicaba reunirse para firmar 

el contrato ambos en persona, enviaría D. Fernando Gil el contrato ya firmado por e-mail 

en un documento en formato «pdf» a D. Francisco Pérez, que a su vez devolvería el 

contrato a D. Fernando con las dos firmas. Esto fue un error que cometió nuestro cliente 

(lo hizo sin consultarnos), ya que D. Francisco Pérez omitió firmar la cláusula de aval (no 

se sabe si fue intencionadamente o por desconocer que tenía que hacerlo), y por ello en 

caso de incumplimiento de contrato no sería posible reclamare a él nada de manera 

subsidiaria. El aval viene regulado en la Ley 19/1985, de 16 de julio, Cambiaria y del 

Cheque, (en adelante, LCCh), y concretamente su art. 132 establece la obligatoriedad de 

la firma del avalista para que el aval sea válido «se expresará mediante la palabra “por 

aval” o con cualquier otra fórmula equivalente, e irá firmado por el avalista». 

Cabrá, no obstante, someter la validez de la cláusula de aval al arbitraje, puesto que las 

partes se han sometido expresamente a este método para resolver cualquier discrepancia 

que pudiera surgir de la interpretación y cumplimiento del contrato de compraventa. Sin 

embargo, al ser un arbitraje en Derecho, sería muy complicado fundamentar 

jurídicamente su invalidez, salvo que se pudiera demostrar una eventual mala fe de la 

parte compradora. Éste matiz no se da en el presente caso, aparte de que nuestro cliente 

D. Fernando Gil reconoce que no actuó diligentemente a la hora de proponer que la firma 

del contrato no se realizara de manera presencial. 

La mercantil compradora, «Ganadería Vacuna Murciana SL», fue abonando 

puntualmente los pagos durante los tres primeros meses según el calendario de pagos 

recogido en el contrato. Pero a partir del cuarto mes (abril de 2015) en adelante dejó de 

pagar lo acordado. En cuanto al pago de la factura del tractor «Kubota M108-S», también 

quedó completamente impagada a su vencimiento. 

A lo largo de los meses siguientes, y tras varios intentos amistosos de cobro por parte de 

«Agrigón SL», se puso en conocimiento de la mercantil compradora la intención de 

iniciar el proceso de arbitraje para reclamar el cumplimiento del contrato. Y fue entonces, 

en noviembre de 2015, cuando la empresa «Ganadería Vacuna Murciana SL» accedió a 



Dictamen elaborado por Samuel Muñoz Acín con objeto de un incumplimiento de contrato de 

compraventa con cláusula de arbitraje 

 

10 

 

reestructurar la deuda (que por entonces era de 150.330,12 €), volviendo a programar un 

nuevo calendario de pagos con doce mensualidades (quince que se pactaron en el primer 

contrato menos las tres que ya estaban abonadas) y rebajando el tipo de interés anual al 

cero, esto es, no se pagaría más interés que el ya abonado dentro de las tres primeras 

mensualidades que sí que se abonaron, pero sólo en el caso de que los pagos se atendiesen 

puntualmente (cosa que no se hizo, como veremos más adelante). 

Tras no abonar la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL» ni siquiera la primera 

mensualidad del nuevo calendario pactado (diciembre de 2015), y tras haber estado 

esperando durante más de nueve meses a que la citada empresa abonase al menos parte 

de la deuda, en septiembre del presente año se intenta llevar a cabo una mediación ante 

la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación, para posteriormente presentar una solicitud 

de arbitraje mediante la que se pretende reclamar el cumplimiento de lo pactado. Incluso, 

se intenta someter también a arbitraje el impago de la factura del tractor «Kubota M108-

S», algo que hubiese sólo hubieses sido posible si la contraparte, la empresa «Ganadería 

Vacuna Murciana SL» hubiese aceptado, cosa que no hizo. 

 

5. INTENTO DE MEDIACIÓN Y POSTERIOR IMPAGO DE LA 

PROVISIÓN DE FONDOS A LA CORTE ARAGONESA DE ARBITRAJE 

Y MEDIACIÓN. 

En cumplimiento de la cláusula hibrida incluida en el contrato de sometimiento a 

mediación y arbitraje, ambas partes están obligadas a resolver las controversias que surjan 

mediante una mediación administrada por el Servicio de Mediación de la Corte 

Aragonesa de Arbitraje y Mediación. En este caso, y según el tenor literal de la cláusula 

del contrato, para poder acudir a la vía del arbitraje se debe, en primer lugar, haber 

intentado la mediación. Estaríamos ante una mediación de ámbito civil, ya que la compra 

de la máquina «Ordeñadora automática DeLaval 1200» tiene carácter civil, por no haber 

ánimo de revenderla sino de usarla en la actividad empresarial de la compradora. 

«Agrigón SL» por tanto, deberá presentar una solicitud de mediación con el fin de invitar 

a la otra parte a someterse a la mediación, con las formalidades y aportando los 

documentos que se expresan en el art. 13.I del Reglamento de Mediación de la Corte 

Aragonesa «Este escrito deberá contener, al menos:  

 



Dictamen elaborado por Samuel Muñoz Acín con objeto de un incumplimiento de contrato de 

compraventa con cláusula de arbitraje 

 

11 

 

a) El nombre o denominación social, el domicilio, los números de teléfono y fax y la 

dirección de correo electrónico para la práctica de las notificaciones.  

b) El nombre o denominación social de la/s otra/s parte/s en desavenencia, con indicación 

del domicilio, los números de teléfono y fax y la dirección de correo electrónico para la 

práctica de las notificaciones.  

c) Una descripción de la controversia.  

d) En su caso, el nombre del/os mediador/es que las partes hayan elegido para llevar el 

procedimiento.  

e) Otros aspectos que se consideren convenientes». 

 

Una vez aceptada la mediación por parte del Servicio de Mediación, se citará a las partes 

para una primera sesión informativa, una vez que la otra parte la acepte. Si la otra parte 

no acepta, es posible plantear la solicitud de inicio del arbitraje, puesto que se tiene por 

intentada la mediación. Pero en este caso, en el supuesto de que la empresa «Ganadería 

Vacuna Murciana SL» aceptase la mediación, se citará a nuestro cliente y a la parte 

contraria a la sesión informativa mencionada. 

 

Como quiera que el motivo para no abonar a «Agrigón SL» el precio acordado por la 

venta de la máquina parece ser un problema de insolvencia, la mediación difícilmente 

servirá para resolver el conflicto, ya que en su momento se acordó un plan de pagos 

consensuado y el demandado lo incumplió. No obstante, en atención a la cláusula pactada, 

se acudirá a la sesión informativa y se pondrá de relieve que no estamos dispuestos a 

llegar a ningún acuerdo ya que consideramos que este será incumplido de nuevo y solo 

producirá la dilación del procedimiento  

 

Entendiendo por tanto, cumplida la condición de intentar superar la controversia a través 

de la mediación, planteamos la solicitud de arbitraje. El inicio de un proceso arbitral 

conlleva el pago de una provisión de fondos para la Corte, que va en función de la cuantía 

del procedimiento, y que en este caso era de 3.288 €, que cada una de las partes debía 

hacer efectiva para que el arbitraje tuviera lugar. Tras haberle dado traslado a la sociedad 

«Ganadería Vacuna Murciana S.L.» de la petición inicial del proceso de arbitraje, su 

letrado contesta a la misma aceptando el arbitraje, pero alegando que no disponen de 
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fondos para abonar la provisión de la Corte. Por ello, es nuestro cliente quien debe abonar, 

mediante aval bancario, los 3.288 € correspondientes a la parte contraria, para que el 

arbitraje pueda continuar. (Lo cual conllevará, en caso de que el laudo sea estimatorio de 

los intereses de mi cliente, una condena en costas a la parte contraria con un recargo del 

veinte por ciento, tal y como prevé el Reglamento de la Corte Aragonesa de Arbitraje y 

Mediación.)  

 

6. EL POSIBLE CONTENIDO DE LA DEMANDA DE ARBITRAJE Y LA 

URGENCIA DE INICIAR EL PROCEDIMIENTO. 

A la hora de determinar cuál ha de ser el contenido de la pretensión de la demanda arbitral, 

habremos de valorar varios factores a fin de conseguir que nuestro cliente vea resuelta su 

controversia con la mayor eficiencia posible. Así, podríamos optar entre solicitar el 

cumplimiento (pago de la deuda) o la resolución del contrato. En el segundo de los casos, 

habríamos de sopesar que obtendríamos la devolución de la máquina, pero también 

habríamos de afrontar la devolución de la cantidad de 38.061,38 € que ya habían sido 

pagados a nuestro cliente. Aunque se introdujo una cláusula penal que permitía la 

retención de los pagos iniciales por parte de «Agrigón SL» en caso de resolución 

anticipada del contrato por impagos de la mercantil compradora, debemos informar a 

nuestro cliente de la posibilidad de que la parte contraria plantee la invalidez de dicha 

cláusula (como cualquier otra), lo cual nos lleva a tener que estudiar unos argumentos de 

defensa por si se llegase a dar ese caso. 

Tras valorar las alternativas, se participa a nuestro cliente, D. Fernando Gil, que no servirá 

de nada pedir el cumplimiento del contrato, esto es, el pago de los 150.330,12 € 

adeudados, puesto que, si la empresa demandada en el procedimiento de arbitraje no 

dispone de fondos ni siquiera para pagar la provisión de fondos reglamentaria de la Corte 

y poder poner en marcha el proceso arbitral, difícilmente podrá abonar el precio pactado 

en el contrato de compraventa. A esto debe añadirse que, teniendo en cuenta que es un 

precio muy elevado, es probable que ni siquiera con el embargo de bienes de la mercantil 

deudora se pudiera cubrir esa cantidad. 

Partiendo de este planteamiento, a nuestro correcto juicio, entendemos que debemos 

solicitar la resolución del contrato, para que con ello la máquina «Ordeñadora automática 

DeLaval 1200» pueda ser devuelta a mi mandante, D. Fernando Gil. Lógicamente, esto 
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conllevaría la devolución por parte de nuestro cliente de los 38.061,38 € que ya habían 

sido abonados, por lo que también tenemos que tratar de encontrar una solución para 

evitar el reintegro de ese dinero o bien devolver la menor cantidad posible. En tal sentido 

debemos recordar la existencia de una cláusula penal en el contrato que le permite retener 

los pagos, y además, la Ley 28/1998, de 23 de julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles, 

(en adelante, LVPBM), le permite exigir una indemnización igual al 20% de los plazos 

pactados y no abonados, así como una indemnización por el deterioro comercial de la 

máquina. 

Por último, ponemos de relieve la urgencia en presentar la demanda ya que, dados los 

problemas económicos que sufre la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL», es 

probable que en cualquier momento del procedimiento solicite el concurso de acreedores. 

Esto tendría varias consecuencias, pero la más importante sería que el crédito de nuestro 

cliente no sería el único que habría contra el patrimonio de la empresa deudora, ya que 

podría haber impagos de sueldos de sus trabajadores, cuotas de Seguridad Social, deudas 

con Hacienda, etc.  

En dicho caso, lo mejor que le podría ocurrir a nuestro cliente es que la solicitud de 

concurso de acreedores tuviera lugar antes de dictarse el laudo, ya que el laudo dictado 

con posterioridad reconocería un crédito a favor de «Agrigón SL» contra el patrimonio 

de «Ganadería Vacuna Murciana SL», que podría ser calificado como un crédito con 

privilegio especial (art. 90.1.4º de la LC: «Son créditos con privilegio especial: los 

créditos por contratos de arrendamiento financiero o de compraventa con precio aplazado 

de bienes muebles o inmuebles, a favor de los arrendadores o vendedores y, en su caso, 

de los financiadores, sobre los bienes arrendados o vendidos con reserva de dominio, con 

prohibición de disponer o con condición resolutoria en caso de falta de pago»), o bien 

como un crédito contra la masa (art. 84.2.7º de la LC: «Tendrán la consideración de 

créditos contra la masa los siguientes: los que, en los casos de pago de créditos con 

privilegio especial sin realización de los bienes o derechos afectos, en los de 

rehabilitación de contratos o de enervación de desahucio y en los demás previstos en esta 

Ley, correspondan por las cantidades debidas y las de vencimiento futuro a cargo del 

concursado»). 

En este sentido, parece claro que se debe plantear la solicitud de arbitraje lo antes posible, 

ya que una vez iniciado éste, no se detendrá por la declaración de concurso, tal y como se 
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explicará más adelante fundamentando ésta afirmación en las disposiciones legales 

vigentes. 

La estrategia que consideramos que sería más adecuada desarrollar ante un Tribunal (en 

este caso la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación), serán desarrolladas en el apartado 

siguiente. 

II. DESARROLLO DEL DICTAMEN 

 

1. CUESTIONES PLANTEADAS 

De acuerdo con los hechos expuestos, las CUESTIONES PLANTEADAS son: 

1.1. La viabilidad de la pretensión de nuestro cliente, esto es, posibilidades de que 

prosperase o no en primer lugar un acuerdo de mediación y subsidiariamente, si este no 

se ha conseguido, una demanda de arbitraje en la que se solicite el cumplimiento de lo 

acordado en el contrato de compraventa con reserva de dominio, o bien que se pida la 

resolución del contrato. 

1.2 Si llegado el momento de la solicitud del arbitraje, y ante el impago de la provisión 

de fondos por parte del demando, nuestro representado debe o no hacer frente a la 

provisión de fondos de ambas partes.  

1.3 Que medidas cautelares, en que momento, y ante qué órgano deberán solicitarse con 

objeto de evitar que la máquina objeto del contrato sea sustraída, deteriorada o enajenada 

por parte del comprador, impidiendo la ejecución del laudo que se dicte en su momento. 

1.4. Posibilidad de aportar como prueba un dictamen pericial que evalúe el estado de la 

máquina, su deterioro y depreciación de su valor tras casi dos años en funcionamiento. 

Todo ello con objeto de solicitar posibles indemnizaciones por la depreciación del valor 

de la máquina. 

1.5. Ante la posibilidad de que la empresa compradora, «Ganadería Vacuna Murciana 

SL», entrara en concurso de acreedores durante la sustanciación del procedimiento 

arbitral, valoración de los efectos de dicha declaración de concurso sobre el devenir del 

proceso arbitral, dependiendo del momento procesal en que nos encontremos y su 

repercusión en la ejecución del laudo.  
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1.6 Estudio y valoración del material probatorio que podríamos utilizar en este 

procedimiento. Momento procesal y ante qué órgano proponerlas y practicarlas. 

1.7 Como ejecutar el laudo que se dicte y planteamiento de la posibilidad de que sea 

válida la cláusula de aval sin firma, en cuyo caso podrían ejecutarse bienes personales del 

patrimonio del avalista. 

1.8 Eficiencia del procedimiento arbitral en este supuesto, esto es, comparativa entre el 

coste del procedimiento arbitral para nuestro cliente el mismo, incluyendo la provisión de 

fondos de la Corte y los Honorarios del Árbitro y Letrado, frente a cuantía del proceso 

civil. 

1.9 Beneficios y ventajas de recurrir al arbitraje en lugar de a la jurisdicción ordinaria. 

 

Sobre los hechos expuestos y cuestiones debatidas, emito este DICTAMEN: 

 

2. NORMATIVA APLICABLE 

Al presente caso de incumplimiento de contrato de compraventa con reserva de dominio 

y cláusula de arbitraje son de aplicación los siguientes cuerpos legales:  

A) -Código Civil, (en adelante, CC), en lo relativo a las obligaciones del 

comprador y vendedor de la cosa y a los contratos. 

B) –Ley de Enjuiciamiento Civil, en lo relativo a las medidas cautelares y su 

ejecución por un tribunal judicial. 

C) -Código de Comercio, (en adelante, CCom.), ya que, aunque no es una 

compraventa mercantil, ambas partes son personas jurídicas y en cierto modo están 

sujetas a la legislación mercantil en algunos aspectos. 

D)- Ley 19/1985, de 16 de julio, Cambiaria y del Cheque, en lo relativo al aval y 

a los requisitos de éste para su validez.  

E) -Ley 28/1998, de 23 de julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles, al haberse 

pactado un calendario de pagos, una reserva de dominio a favor de la empresa vendedora 

de la máquina y la posibilidad de retener los pagos ya efectuados por parte de la 

compradora. 
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F)- Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, en lo relativo a la posibilidad de que la 

mercantil demandada solicitase el concurso de acreedores, para estudiar los efectos que 

esto tendría con el procedimiento arbitral en curso. 

G) -Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, por estar sometido el contrato 

a arbitraje. 

H) –Ley 5/2012, de 6 de julio, de Mediación en asuntos civiles y mercantiles. 

I) -Reglamento de Arbitraje de la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación, por 

ser esta Corte el órgano competente para conocer del caso y dictar el correspondiente 

laudo. 

J) Reglamento de Mediación de la Corte Aragonesa, puesto que la cláusula de 

sometimiento a arbitraje y mediación es híbrida y es en este reglamento donde se regula 

el procedimiento de mediación civil y mercantil. 

K) –Ley Orgánica del Poder Judicial, (en adelante, LOPJ), en lo relativo a 

competencias y jurisdicción de los tribunales ordinarios. 

 

3. FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA 

3.1) Sometimiento a la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación. 

En los últimos años, y debido al auge de los métodos alternativos de resolución de 

conflictos, está siendo relativamente habitual que las partes de una relación jurídica 

sometan la resolución de sus controversias a métodos alternativos como la mediación o 

el arbitraje. En el caso que nos ocupa, se incluyó una cláusula híbrida de sometimiento a 

mediación, en primer lugar, y de arbitraje en el caso en que las partes no consigan la 

satisfacción de sus intereses a través de la mediación. Las cláusulas híbridas, según 

LÓPEZ DE ARGUMEDO PIÑEIRO1, son pactos de resolución de disputas en los que 

una o ambas partes tienen la facultad de decidir cuál de los foros de sumisión pactados es 

el más adecuado para resolver una disputa, una vez ésta ha surgido. En estos casos, en 

virtud de dicho pacto, la parte demandada habrá de aceptar la decisión tomada por el 

                                                           

1 LÓPEZ DE ARGUMEDO PIÑEIRO, A., «La controvertida validez de las cláusulas 
híbridas y asimétricas en Europa; a propósito del auto de 18 de octubre de 2013 de la 
Audiencia Provincial de Madrid», Diario La Ley, nº 8258, 2014, pp.1-2. 
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demandante en cuanto al método de resolución de conflictos. Al ser cada vez más 

frecuentes los casos en los que al momento de celebrar un contrato no es posible conocer 

que método de resolución de controversias será el más adecuado para resolver los 

eventuales conflictos, ya sea por razones técnicas, por motivos de lugar en el que habría 

de ejecutarse el contrato, etc., la cláusula híbrida permite a las partes escoger el método 

adecuado de resolución de la disputa de entre aquellos que hayan pactado, en el momento 

en el que surge el conflicto. 

Las cláusulas híbridas pueden ser de varios tipos. LÓPEZ DE ARGUMEDO PIÑEIRO2 

las clasifica en función de si la opción de elegir la vía de resolución del conflicto se ofrece 

a todas las partes o solo a alguna/as de ellas. En el primero de los casos, estaríamos 

hablando de cláusulas simétricas o bilaterales, mientras que, si tan sólo se permite a una 

o a algunas de las partes la elección de la vía de resolución del conflicto, dicha cláusula 

se denominaría asimétrica o unilateral. 

En el presente caso, sin embargo, no se había pactado, a favor de una sola de las partes, 

la posibilidad de elegir a qué método someterse (mediación o arbitraje) sino que 

acordaron, con carácter obligatorio, que se habría de intentar la mediación en todo caso 

como requisito previo a instar la solicitud de arbitraje. No cabrá, por este motivo, 

discusión en cuanto a la vía que se ha de utilizar para la resolución del presente conflicto. 

La Audiencia Provincial de Madrid, en su Auto nº 147/2013, de 18 de octubre de 2013, 

reconocía la validez de estas cláusulas, en el marco de un proceso internacional, puesto 

que en aquella fecha los tribunales no se habían pronunciado de una forma terminante y 

definitiva a favor de la validez y eficacia de las cláusulas híbridas. A mayor 

abundamiento, las antiguas Leyes de Enjuiciamiento Civil de 1881 y de Arbitraje de 1998 

recogían estrictos requisitos para su aplicación. 

Las cláusulas híbridas tienen la ventaja de que permiten dejar a elección de las partes, en 

el momento del pacto, a que método de resolución de conflictos quieren someterse, lo 

cual respeta su autonomía de la voluntad, para que en el momento en el que surja el 

conflicto sean ellas las que decidan cual es el mejor método de resolución para cada caso 

(permiten escoger el sistema más adecuado según las circunstancias concretas del 

                                                           

2 LÓPEZ DE ARGUMEDO PIÑEIRO, A., «La controvertida validez de las cláusulas 
híbridas…» cit. p. 2. 
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conflicto). En el contrato que nos ocupa, los contratantes pactaron que, en caso de surgir 

alguna discrepancia sobre cuestiones relativas al contrato de compraventa, se habría de 

intentar una mediación con carácter precio a la vía arbitral. De esta manera, se obligaban 

en un primer momento a acercar posturas mediante el acto de la mediación en el que 

ambos, cediendo en sus pretensiones, podrían resolver el conflicto sin tener que pasar al 

segundo escenario, el del arbitraje, que sería un segundo paso en el que un tercero (el 

árbitro), tomaría una decisión en Derecho cuando no fuera posible que las partes 

resolvieran el conflicto por sí mismas.  

Entre los inconvenientes de las cláusulas híbridas, de una manera general, se encontraría 

la posible incidencia en la seguridad jurídica, que provocaría la incerteza de no conocer 

a priori de forma clara cuál será el órgano o tribunal ante el que habría que plantear la 

controversia, puesto que éste no quedaría determinado hasta el surgimiento de la misma. 

Además, en conflictos internacionales, este tipo de cláusulas pueden favorecer el forum 

shopping3 y el «rush to court4, puesto que al dejarse a la libre discreción de las partes la 

elección del método de resolución del conflicto, se podría generar una nueva discrepancia 

entre ambas sobre cuál debe ser finalmente el órgano o tribunal que conozca del mismo. 

La mediación está basada en los principios de voluntariedad, confidencialidad, 

neutralidad de partes, proporcionalidad y complementariedad a la vía jurisdiccional, lo 

cual le otorga ciertas ventajas respecto a la jurisdicción ordinaria, como pueden ser la 

naturaleza de la técnica de mediación, basada en el dialogo, la comunicación y la 

importancia de la relación que tienen las partes, que favorecerá que la resolución del 

conflicto no comprometa la relación que mantengan dichas partes en el futuro. Además, 

la solución acordada por las partes puede buscar que la relación se mantenga en el futuro 

y no solo resuelva el conflicto en lo inmediato.  

                                                           

3Forum shopping: En Derecho Internacional Privado, tiene lugar cuando varios estados 
diferentes atribuyen la competencia para conocer de un asunto a sus respectivos 
tribunales, en virtud de su propia legislación, lo cual provoca que el demandante plantee 
su pretensión ante el tribunal del estado cuyas leyes son más favorable a sus intereses.  
 
4Rush to court (en inglés, carrera hacia el tribunal): Directamente en relación con el 
concepto anterior. Se produce en el marco de un conflicto privado de ámbito 
internacional, en el que tienen competencia varios tribunales de diferentes estados, 
cuando las partes se apresuran a plantear, con la mayor celeridad posible, sus pretensiones 
ante el tribunal del estado cuya legislación es más favorable a sus intereses, con el 
objetivo de que el resto de tribunales se inhiban a favor del primero. 
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De otro lado, en el presente caso, se encuentra el inconveniente de haberse impuesto de 

manera obligatoria el recurso a la mediación como trámite previo a la interposición de 

una demanda arbitral. De esta manera, nuestro cliente se ve obligado a llevar a cabo la 

mediación de forma previa, lo cual irá en contra del buen éxito de ésta y más si tenemos 

en cuenta que el principal problema que nos plantea el presente caso es que la mercantil 

«Ganadería Vacuna Murciana SL» no abona el precio pactado debido a su situación de 

falta de liquidez, lo cual hace prácticamente imposible la eficacia practica de aquello que 

se pueda acordar a través de la mediación.  

Finalmente, se podría plantear otro problema a la hora de ser necesaria la ejecución de un 

eventual acuerdo de mediación, ya que, en principio, nuestra Ley de Enjuiciamiento Civil 

solo contempla expresamente la ejecución de sentencias y títulos similares. Los arts. 518 

y siguientes de la LEC regulan las acciones ejecutivas haciendo expresa mención a los 

títulos ejecutivos y sentencias, que serán los que se apliquen a la ejecución del acuerdo 

de mediación, ya que dicho acuerdo podrá ser también considerado un título ejecutivo si 

éste se eleva a escritura pública. Tras la entrada en vigor de la Ley 5/2012, de 6 de julio, 

de mediación en asuntos civiles y mercantiles («B.O.E.» 7 julio), está prevista de igual 

manera la ejecución de los acuerdos de mediación que hayan sido elevados a escritura 

pública de manera expresa en el art. 517.2.2º de la LEC, redactado conforme al apartado 

quince de la disposición final tercera de la Ley 5/2012, de 6 de julio: «Sólo tendrán 

aparejada ejecución los siguientes títulos: Los laudos o resoluciones arbitrales y los 

acuerdos de mediación, debiendo estos últimos haber sido elevados a escritura pública de 

acuerdo con la Ley de mediación en asuntos civiles y mercantiles». 

El arbitraje es un método de resolución de conflictos alternativo a la jurisdicción ordinaria 

y sus beneficios o ventajas con respecto a ésta última son:  

A) -La rapidez para obtener una resolución firme y ejecutable (denominada laudo), ya 

que ésta debe dictarse en un plazo máximo de seis meses desde la fecha de la presentación 

de la contestación a la demanda arbitral (según establece el art. 37.2 de la LA) salvo que 

las partes hayan pactado otro plazo distinto, frente a la posibilidad de que un proceso 

judicial pueda alargarse en el tiempo algunos meses más, ya que en la jurisdicción 

ordinaria las partes no pueden pactar un plazo mínimo para que recaiga una resolución 

sobre los casos. Además, en la jurisdicción ordinaria caben recursos contra las sentencias 
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y autos que pueden prolongar en el tiempo el proceso, mientras que el laudo arbitral es 

irrecurrible. 

B) -El proceso es más económico. Esto es así ya que, aunque las partes han de pagar los 

honorarios de los árbitros y de sus letrados, tan solo hay una instancia, con lo cual se 

evitan los costes económicos de los recursos contra las sentencias judiciales. Los 

honorarios de los árbitros en un procedimiento de arbitraje vienen fijados en el Anexo del 

Reglamento de la Corte Aragonesa de Arbitraje, van en función de la cuantía del 

procedimiento y podrían ascender a unos 6.300 €. De otro lado, los honorarios del letrado, 

si se someten a los Criterios orientativos en materia de honorarios del Real e Ilustre 

Colegio de Abogados de Zaragoza, (en adelante, ReICAZ), serán sobre un 10% más 

económicos que en la instancia de un procedimiento judicial, tal como expondremos más 

adelante. En último lugar, el laudo será firme y ejecutable desde que se dicte, por lo que 

si la parte demandada cumple voluntariamente se evitarán también los gastos de un 

procedimiento de ejecución en sede judicial. 

De igual manera, no es necesario estar representado por procurador ante el Tribunal 

arbitral, con lo que el cliente se ahorraría el pago del arancel del procurador. 

C) -Flexibilidad. En el caso que nos ocupa, el arbitraje será institucional, puesto que así 

lo han acordado las partes en la cláusula contractual del contrato de compraventa. La 

flexibilidad en el arbitraje institucional es tan solo procedimental y dentro de los límites 

establecidos en el Reglamento de la Corte. Pero hablando de manera general, existiría 

otra modalidad de arbitraje; el arbitraje «ad hoc», mediante el que cabría pactar, entre 

otras cosas, a qué árbitro o árbitros quieren someter el conocimiento de la controversia, 

el lugar donde tendrá lugar el arbitraje, si éste será en Derecho o en equidad e incluso el 

idioma del mismo. 

D) -Confidencialidad. La confidencialidad del arbitraje evita que puedan aparecer en los 

medios de comunicación hechos o situaciones relativas al procedimiento, y esto lo hace 

atractivo para importantes mercantiles cuya reputación en el mercado pueda verse 

mermada por el hecho de estar inmersas en un proceso judicial. De igual manera, esa 

confidencialidad impide a las partes hacer públicos los detalles y aspectos que se estén 

dirimiendo ante la Corte, puesto que tanto las actuaciones dentro del ámbito del 

procedimiento de arbitraje como el laudo que pone fin al mismo son privadas y tan solo 

deben ser conocidas por las partes objeto del arbitraje y por el tribunal arbitral. 
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Por último, uno de los inconvenientes del arbitraje es la ausencia de auctoritas en la figura 

de los árbitros que puede determinar que, para la realización de determinadas actuaciones 

que requieran la autorización de un órgano jurisdiccional, habría que acudir al Juez 

ordinario para solicitar su apoyo o auxilio. Esto no debería ser un óbice al normal 

desarrollo del procedimiento arbitral, aunque sí podría repercutir en la duración del 

mismo. A título de ejemplo, si esta parte desea solicitar la elaboración de un dictamen 

pericial para evaluar el estado de la máquina «Ordeñadora automática DeLaval 1200» y 

cuantificar económicamente la depreciación por el uso. Será necesario pedir auxilio 

judicial en caso de que la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL» nos denegase la 

entrada en las naves de su propiedad. De igual manera, para poder solicitar la ejecución 

del laudo cuando este sea estimatorio, y dado que dicha ejecución excede de las 

competencias del árbitro, se hará necesario acudir a la vía judicial para poder proceder a 

la misma. 

Si las partes han pactado someter el contrato de compraventa a arbitraje, quedará excluida 

la competencia de la jurisdicción ordinaria para conocer de las situaciones jurídicas que 

siempre que la parte contraria impugne la competencia del Juzgado mediante declinatoria, 

en caso de que se presente una demanda ante un Juez ordinario. 

 

3.2) Impago de la provisión de fondos de la Corte por parte de «Ganadería 

Vacuna Murciana SL» 

Una vez presentada la solicitud de arbitraje por parte de la empresa «Agrigón S.L», «la 

Corte decidirá sobre su admisión en los casos en los que existe un convenio de 

sometimiento a arbitraje entre las partes» objeto de la relación jurídica o bien «las partes 

se hallan sometidas al arbitraje de cualquiera de los asociados integrados en la Asociación 

Aragonesa de Arbitraje y Mediación». Todo ello, de conformidad con lo dispuesto en el 

art. 15 del Reglamento de la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación. «Una vez 

admitida la solicitud de arbitraje», y según el citado art. 15 del Reglamento de la Corte 

Aragonesa, la parte actora, en este caso nuestro cliente, «deberá satisfacer la provisión de 

fondos solicitada por la Corte».  

Nuestro cliente abonará la provisión de fondos de 3.288 € en el momento en el que sea 

requerido para ello, pero el problema surgirá en cuanto la solicitud de arbitraje sea 

notificada a la parte contraria, «Ganadería Vacuna Murciana SL». Según el art. 16.1 y 2 
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del Reglamento de la Corte Aragonesa, «1.- Ingresada la provisión de fondos, la 

Secretaría de la Corte de Arbitraje notificará la solicitud de arbitraje a la parte demandada 

para que, en el plazo de quince días, pueda someter a la Corte su contestación a la solicitud 

de arbitraje.  

2.- La parte demandada deberá satisfacer la cantidad establecida por la Corte de Arbitraje 

como provisión de fondos. En el caso de que no haga tal provisión, la parte solicitante del 

arbitraje podrá satisfacer la provisión de la parte morosa. La falta de provisión podrá 

condicionar la aceptación del arbitraje por parte de la Corte de Arbitraje». 

De acuerdo con lo establecido en los Reglamentos de las diferentes Cortes de Arbitraje 

en general, y de la aragonesa en particular, es posible que una de las partes (en la mayoría 

de los casos la futura demandada) bloquee el arbitraje mediante la no presentación de la 

provisión de fondos. Si una vez admitida la solicitud de arbitraje y notificada la misma a 

la parte contraria, ésta no abona la provisión correspondiente a la Corte, el arbitraje no 

será aceptado y por lo tanto nunca podrá llegar a tener lugar el procedimiento. Ésta 

práctica suele ser muy extendida cuando las partes que van a someterse a un arbitraje 

están sufriendo problemas económicos. Dejar de abonar la provisión de fondos obligando 

a la otra parte a abonarla doblemente puede ser una medida de presión para evitar el 

procedimiento. 

 

Será necesario hacerle saber a nuestro cliente que existe esa posibilidad de que la parte 

contraria se niegue a satisfacer la provisión de fondos. Le explicaremos que deberá, en 

ese caso, hacer frente a dicha provisión dos veces (por parte suya y por la parte contraria). 

Lo habitual en estos casos suele ser recomendar a los clientes que abonen esa provisión 

mediante aval bancario a primer requerimiento, ya que de ésta manera pueden evitar 

adelantar ese dinero (cuya cuantía depende de la total del arbitraje) hasta el último 

momento. 

 

No obstante, en el laudo, aparte de la condena en costas a «Ganadería Vacuna Murciana 

SL”, «el árbitro podrá condenar a la parte demandada que no realizó su provisión de 

fondos a satisfacer a la parte demandante un importe igual al 20% de la provisión de 

fondos no realizada, en concepto de penalización», por lo que nuestro cliente recuperaría 

el dinero que tuvo que abonar en concepto de provisión de fondos (en las costas) con ese 

recargo del 20% sobre la provisión de fondos no realizada. 
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3.3) Posibilidad de solicitar medidas cautelares tendentes a evitar el deterioro o 

sustracción de la máquina. 

 

En primer lugar, es importante tener en cuenta que la máquina «Ordeñadora automática 

DeLaval 1200» es un elemento esencial de la actividad profesional de la mercantil 

«Ganadería Vacuna Murciana SL», lo cual es algo que podría garantizar a nuestro cliente 

que la otra parte no va a realizar ninguna maniobra tendente a la destrucción o deterioro 

de la máquina. Esto es así, ya que de lo contrario no podrían continuar llevando a cabo el 

objeto social de la empresa, que es la producción y venta de leche y se verían abocados 

al agravamiento de su situación económica. 

De otro lado, no sería conveniente solicitar medidas cautelares muy «agresivas», tales 

como la intervención judicial de la máquina o el embargo preventivo de bienes con los 

que hacer frente a la deuda reclamada de 150.330,12 €. Hay que pensar que cualquier 

embargo o intervención de bienes de la empresa demandada puede poner en peligro su 

actividad profesional, y eso podría repercutir de manera negativa en las posibilidades de 

tener éxito nuestro cliente en el cobro de la cantidad económica que le es debida, ya que, 

si la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL» no puede realizar sus actividades y 

facturar por sus servicios, difícilmente podrá pagar a sus acreedores. 

 

En relación a esto último, es conveniente citar los requisitos establecidos por el Tribunal 

Supremo relativos a la procedencia de las medidas cautelares. Así, en la STS de 27 de 

marzo de 2014, el TS fija estos criterios:  

 

A) «Necesidad de justificación o prueba, aun incompleta o por indicios de 

aquellas circunstancias que puedan permitir al Tribunal efectuar la valoración 

de la procedencia de la medida cautelar.» 

B) Imposibilidad de prejuzgar el fondo del asunto. «Las medidas cautelares 

tienen como finalidad que no resulten irreparables las consecuencias derivadas 

de la duración del proceso. De modo que la adopción de tales medidas no 

puede confundirse con un enjuiciamiento sobre el fondo del proceso. Como 

señala el Tribunal Constitucional en la STC 148/1993», de otro lado, «el 

incidente cautelar entraña un juicio de cognición limitada en el que el órgano 

judicial no debe pronunciarse sobre las cuestiones que corresponde resolver 

en el proceso principal.» 
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C) «El periculum in mora, constituye el primer criterio a considerar para la 

adopción de la medida cautelar. Si bien, ha de tenerse en cuenta que el 

aseguramiento del proceso, no se agota, en la fórmula clásica de la 

irreparabilidad del perjuicio, sino que su justificación puede presentarse, con 

abstracción de eventuales perjuicios, siempre que se advierta que, de modo 

inmediato, puede producirse una situación que haga ineficaz el proceso.» 

D) El criterio de ponderación de los intereses concurrentes ha de ser siempre  

complementario del de la pérdida de la finalidad legítima del recurso, según 

el Auto del Tribunal Supremo de 3 de junio de 1997,  «cuando las exigencias 

de ejecución que el interés público presenta son tenues bastarán perjuicios de 

escasa entidad para provocar la suspensión; por el contrario, cuando aquella 

exigencia es de gran intensidad, sólo perjuicios de elevada consideración 

podrán determinar la suspensión de la ejecución del acto». 

E) La apariencia de buen derecho. 

  

En cuanto a las medidas cautelares en Arbitraje, pueden pedirse por dos vías:  

 

A) Ante el tribunal arbitral: (art. 23 de la LA) «1. Salvo acuerdo en contrario de 

las partes, los árbitros podrán, a instancia de cualquiera de ellas, adoptar las 

medidas cautelares que estimen necesarias respecto del objeto del litigio. Los 

árbitros podrán exigir caución suficiente al solicitante. 

 

2. A las decisiones arbitrales sobre medidas cautelares, cualquiera que sea la 

forma que revistan, les serán de aplicación las normas sobre anulación y 

ejecución forzosa de laudos». 

 

B) Ante los tribunales judiciales: (art. 11.3 de la LA) «El convenio arbitral no 

impedirá a ninguna de las partes, con anterioridad a las actuaciones arbitrales 

o durante su tramitación, solicitar de un tribunal la adopción de medidas 

cautelares ni a éste concederlas». 

La diferencia entre acudir a una o a otra vía radica en las ventajas e inconvenientes que 

pueden tener ambas. Es la parte que decide presentar una solicitud de medida cautelar 

quien ha de ponderar sus intereses y presentar dicha solicitud ante el Tribunal arbitral o 
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ante el judicial. CARRIÓN GARCÍA DE PARADA5 señala que desde el punto legal no 

existe ninguna disposición legal en vigor que cercene la potestad cautelar de los árbitros, 

o que excluya la adopción por su parte de cualquier modalidad de tutela cautelar. De 

hecho, la LA, en su art. 23, reconoce expresamente la potestad de los árbitros para la 

adopción de las medidas cautelares:  

«1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros podrán, a instancia de cualquiera 

de ellas, adoptar las medidas cautelares que estimen necesarias respecto del objeto del 

litigio. Los árbitros podrán exigir caución suficiente al solicitante. 

2. A las decisiones arbitrales sobre medidas cautelares, cualquiera que sea la forma que 

revistan, les serán de aplicación las normas sobre anulación y ejecución forzosa de 

laudos». 

Pero es que, además, las Cortes de Arbitraje más prestigiosas, como la Corte Internacional 

de Arbitraje de Londres, la Asociación Americana de Arbitraje o UNCITRAL6,   

reconocen la posibilidad de que los árbitros adopten medidas cautelares que afecten al 

derecho de propiedad de bienes o a su disposición. 

 

Señalan NOGUERA DE ERQUIAGA y ABADÍA JORDANA7 que, cuando se hace 

necesario solicitar medidas cautelares en un procedimiento arbitral que se halla en trámite 

en el momento de la declaración de concurso de una de las partes, pueden adoptarse 

medidas cautelares señalándose que el juez del concurso carece de jurisdicción para 

pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia de éstas, pero se le reserva la facultad 

de su suspensión, incluso su levantamiento, cuando considere que puedan suponer un 

perjuicio para la tramitación del concurso. Esto se debe a que la LC, en su art. 8, establece, 

                                                           

5 CARRIÓN DE PARADA, F.J., «La tutela cautelar de los derechos en el arbitraje», 
Revista Jurídica de Castilla y León, nº 29, enero de 2013, pp. 14-15. 
 
6 UNCITRAL: United Latinos Commission for the Unification of International Trade 

Law (en inglés, Comisión de las Naciones Unidas para la Unificación del Derecho 
Mercantil Internacional). Sus funciones son la promoción de la progresiva armonización 
del Derecho Mercantil Internacional. Lleva a cabo sus funciones mediante sesiones 
anuales que se celebran en Nueva York y en Viena. 

7 NOGUERA DE ERQUIAGA, J.C. y ABADÍA JORDANA, R., «La compatibilidad del 
arbitraje y el concurso de acreedores», en El arbitraje: nueva regulación y práctica 

arbitral, VÁZQUEZ y TUSQUETS, (dir.), Tirant, Valencia, 2013, pp. 292-94.  
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en relación con el art. 52 de este mismo cuerpo legal, que la adopción de todas las medidas 

cautelares que afecten al patrimonio del concursado corresponde exclusivamente al juez 

del concurso (juez de lo mercantil), con exclusión de las medidas cautelares adoptadas 

por los árbitros. Pero de manera expresa, el art. 8. 4º de la LC faculta al juez del concurso 

para «acordar la suspensión o solicitar su levantamiento, cuando puedan suponer un 

perjuicio para la tramitación del concurso». 

 

En el caso que nos ocupa, tan solo se va a solicitar una medida cautelar consistente en la 

formación de un inventario de bienes, por lo que es difícil que el juez del concurso pueda 

suspender o levantar dicha medida en el caso de que «Ganadería Vacuna Murciana SL» 

entrase en situación concursal. 

Los árbitros tienen potestad declarativa para adoptar medidas cautelares, pero no ostentan 

la potestad ejecutiva para imponer las mismas de una manera coercitiva si fuera necesario, 

algo que si podría llegar a hacer el tribunal judicial en ejecución de una resolución de 

medidas cautelares adoptada por un tribunal arbitral. En ese sentido, la Exposición de 

Motivos de la LA reconoce la potestad declarativa de los árbitros excluyendo la ejecutiva: 

«el artículo 23 incorpora una de las principales novedades de la ley: la potestad de los 

árbitros para adoptar medidas cautelares. Dicha potestad puede ser excluida por las partes, 

directamente o por remisión a un reglamento arbitral; pero en otro caso se considera que 

la aceptan. La ley ha considerado preferible no entrar a determinar el ámbito de esta 

potestad cautelar. 

Obviamente, los árbitros carecen de potestad ejecutiva, por lo que para la ejecución de 

las medidas cautelares será necesario recurrir a la autoridad judicial, en los mismos 

términos que si de un laudo sobre el fondo se tratara. 

Sin embargo, si dentro de la actividad cautelar cabe distinguir entre una vertiente 

declarativa y otra ejecutiva, esta ley les reconoce a los árbitros la primera, salvo acuerdo 

en contrario de las partes. Esta norma no deroga ni restringe la posibilidad, prevista en 

los artículos 8 y 11 de esta ley y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de que la parte 

interesada inste de la autoridad judicial la adopción de medidas cautelares. Las potestades 

arbitral y judicial en materia cautelar son alternativas y concurrentes, sin perjuicio del 

juego del principio de buena fe procesal». 
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En el caso que nos ocupa, y de acuerdo con la LA, tan sólo se permitiría a las partes pactar 

la prohibición de adopción de medidas cautelares por el tribunal arbitral. En ningún caso 

será posible la ejecución de las medidas por el árbitro, puesto que, dentro de la actividad 

cautelar, la LA tan sólo reconoce a los árbitros la vertiente declarativa, quedando la 

competencia ejecutiva en favor de los tribunales jurisdiccionales. 

Considero que lo más beneficioso para nuestro cliente sería solicitar una medida cautelar 

de formación de inventario de bienes, esto es, recoger en un inventario la existencia de la 

máquina una «Ordeñadora automática DeLaval 1200», con todas sus piezas y 

componentes, y hacer constar la situación en la que ésta se encuentra dentro de las 

dependencias de la empresa «Ganadería Vacuna Murciana SL». Esta medida se encuentra 

regulada en el art. 727.4º de la LEC, dentro de las medidas cautelares específicas: 

«Conforme a lo establecido en el artículo anterior, podrán acordarse, entre otras, las 

siguientes medidas cautelares: la formación de inventarios de bienes, en las condiciones 

que el tribunal disponga». 

 

Con esta medida cautelar trataremos de evitar que pueda ser enajenada la máquina objeto 

de la compraventa, así como cualquiera de sus piezas, ya que mediante el inventario 

tendremos en todo momento recogida la existencia de la máquina y todos sus 

componentes. Considero que lo mejor es solicitarla ante el tribunal arbitral, ya que el 

árbitro es quien va a conocer del fondo del asunto y toda la documentación del caso que 

nos ocupa obra en su poder. Sólo en el caso de ser necesaria la ejecución de la misma 

acudiríamos a la jurisdicción ordinaria, y de esta manera trataríamos de evitar la dilatación 

en el tiempo del procedimiento. 

 

A la hora de solicitar la medida cautelar de formación de inventario de bienes, debemos 

tener en cuenta que las medidas cautelares en arbitraje han de ser siempre solicitadas a 

instancia de parte, según establece el art. 23.1 de la LA, («salvo acuerdo en contrario de 

las partes, los árbitros podrán, a instancia de cualquiera de ellas, adoptar las medidas 

cautelares que estimen necesarias…»). Por ello, es nuestro cliente quien está legitimado 

para solicitar al tribunal arbitral la medida cautelar, que será solicitada en el mismo escrito 

de demanda.  
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En último lugar, en cuanto al órgano judicial competente para ejecutar la medida cautelar 

acordada, será el Juzgado de Primera Instancia de Teruel, por ser el lugar en el que se 

encuentra instalada la máquina «Ordeñadora automática DeLaval 1200» y por tanto 

donde las medidas deberán producir su eficacia. También es lugar en donde el futuro 

laudo deberá ser ejecutado. Todo ello de conformidad con el art. 8.3 de la LA: «Para la 

adopción judicial de medidas cautelares será tribunal competente el del lugar en que el 

laudo deba ser ejecutado y, en su defecto, el del lugar donde las medidas deban producir 

su eficacia, de conformidad con lo previsto en el artículo 724 de la Ley de Enjuiciamiento 

Civil». 

 

3.4) Práctica de la prueba en el procedimiento arbitral (Dictamen pericial para 

evaluar el estado de la «Ordeñadora automática DeLaval 1200» y su depreciación 

económica por el uso.) 

 

Como hemos expuesto en el apartado de antecedentes, la máquina «Ordeñadora 

automática DeLaval 1200» lleva instalada, en las dependencias de la mercantil 

«Ganadería Vacuna Murciana SL» de Teruel, desde hace casi dos años a fecha actual. Por 

ello, la empresa demandada ha venido desde entonces haciendo uso de ella, 

produciéndose por tanto una depreciación por el uso de la misma (deterioro comercial del 

objeto). Si tenemos en cuenta que las pretensiones de nuestro cliente son resolver el 

contrato de compraventa y hacer efectiva la reserva de dominio para recuperar la 

máquina, ésta ya no podrá volverse a vender en el futuro a un nuevo comprador por el 

mismo valor de nueva.  

 

Considero que habrá que solicitar como prueba una pericial que evalúe el estado de la 

máquina a efectos de que cuantifique su valor comercial a fecha actual, y también que 

pueda cuantificar el valor del deterioro de la misma por el uso. Este dictamen deberá 

hacerlo un ingeniero técnico especialista en este tipo de maquinaria agrícola.  

 

No obstante lo anterior, puede contemplarse también la posibilidad de solicitar que el 

árbitro acompañe al perito y a las partes para realizar una inspección ocular tanto de la 

máquina como del estado en el que ésta se encuentra. De esta manera, será posible que el 

árbitro se pueda hacer una idea de la depreciación del valor comercial de la máquina desde 

que fue instalada en las dependencias de la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL». 
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Además, podrá ver las grandes dimensiones de la máquina a efectos de valorar el coste 

económico del desmontaje y traslado a los almacenes de «Agrigón SL» sitos en Zaragoza 

desde Teruel. Sin embargo, considero que sería suficiente con la elaboración del 

Dictamen pericial, ya que en mi opinión los extremos que ha de valorar el perito no 

admiten discusión teniendo en cuenta que la máquina lleva en funcionamiento casi dos 

años y que los gastos de traslado de Teruel a Zaragoza van a ser valorados por una 

empresa externa a «Agrigón SL», por lo que estoy convencido que el Dictamen pericial 

será favorable a los intereses de nuestro cliente, así como el presupuesto de desmontaje y 

traslado de la máquina. 

 

El momento de proposición de la prueba dependerá, en un principio, de si las partes han 

pactado algo en relación a ello en el convenio o cláusula arbitral. De no ser así, como en 

el caso que nos ocupa, lo más habitual es solicitar la prueba en el escrito de demanda o 

alegaciones iniciales. Como parece que no habrá acuerdo entre las partes, según lo 

dispuesto en el art. 25.2 de la LA, será el árbitro quien decidirá sobre su admisibilidad, 

pertinencia y utilidad de la prueba «los árbitros podrán, con sujeción a lo dispuesto en 

esta Ley, dirigir el arbitraje del modo que consideren apropiado. Esta potestad de los 

árbitros comprende la de decidir sobre admisibilidad, pertinencia y utilidad de las 

pruebas, sobre su práctica, incluso de oficio, y sobre su valoración». 

 

Por otra parte, los árbitros podrán rechazar la práctica de aquellas pruebas que estimen 

inadmisibles, no pertinentes o inútiles, y para determinar qué tipo de pruebas son 

rechazables deberemos acudir al art. 283 de la LEC, «no deberá admitirse ninguna prueba 

que, por no guardar relación con lo que sea objeto del proceso, haya de considerarse 

impertinente. 

Tampoco deben admitirse, por inútiles, aquellas pruebas que, según reglas y criterios 

razonables y seguros, en ningún caso puedan contribuir a esclarecer los hechos 

controvertidos. 

Nunca se admitirá como prueba cualquier actividad prohibida por la ley». 

En relación a la admisión de la prueba por el tribunal, nuestro Tribunal Constitucional ha 

configurado el derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes (art. 24 de la 

Constitución Española), así como a detallar en que supuestos el tribunal puede no admitir 
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ciertos medios de prueba. La STS nº 381/2014, de 21 de mayo, con referencia a varias 

sentencias del Tribunal Constitucional, entre ellas la STC nº 25/97 y la STC nº 198/97, 

establece que «dos elementos han de ser valorados a este respecto: La pertinencia y 

relevancia de la prueba propuesta. Pertinencia es la relación entre las pruebas propuestas 

con lo que es el objeto del juicio y constituye tema adiuvandi, juicio de oportunidad o 

adecuación». Y en cuanto a la relevancia, «ha de distinguirse entre la relevancia formal y 

la material, y que debe apreciarse cuando la no realización de tal prueba pueda alterar la 

sentencia a favor del proponente». 

 

En último lugar, es importante tener en cuenta que hay medios de prueba que, debido a 

su complejidad, pueden causar el incumplimiento del plazo pactado para dictar el laudo 

arbitral. Por ello, es importante saber que la práctica de un medio de prueba que requiera 

un proceso largo de preparación podría dilatar la duración del procedimiento. Siempre 

existiría la posibilidad de suspender el procedimiento arbitral mientras se prepara o se 

espera el resultado del informe pericial o, mediante acuerdo entre las partes, acordar una 

prórroga de unos meses más para resolver la controversia. 

No obstante, no consideramos que la solicitud de un informe pericial pueda poner en 

peligro el cumplimiento del plazo para resolver en el presente caso, puesto que no requiere 

un estudio exhaustivo. Sería posible que el perito visitara en un día las dependencias de 

«Ganadería Vacuna Murciana SL» para recabar información y elaborar su informe. 

 

En cuanto al dictamen de peritos, la LA prevé expresamente este medio de prueba en su 

art. 32 «los árbitros podrán nombrar, de oficio o a instancia de parte, uno o más peritos 

para que dictaminen sobre materias concretas y requerir a cualquiera de las partes para 

que facilite al perito toda la información pertinente, le presente para su inspección todos 

los documentos u objetos pertinentes o le proporcione acceso a ellos. 

 

Salvo acuerdo en contrario de las partes, cuando una parte lo solicite o cuando los árbitros 

lo consideren necesario, todo perito, después de la presentación de su dictamen, deberá 

participar en una audiencia en la que los árbitros y las partes, por sí o asistidas de peritos, 

podrán interrogarle. 

Lo previsto en los apartados precedentes se entiende sin perjuicio de la facultad de las 

partes, salvo acuerdo en contrario, de aportar dictámenes periciales por peritos libremente 

designados». 
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En nuestro caso solicitaremos un dictamen pericial de parte que dictamine sobre el estado 

de la máquina a efectos de que cuantifique su valor comercial a fecha actual, y también 

que cuantifique el valor del deterioro de la misma por el uso. 

El único problema que nos plantea la proposición de este medio de prueba, es que el perito 

deberá entrar para poder emitir su dictamen en las dependencias de la empresa «Ganadería 

Vacuna Murciana SL», sitas en Teruel, para poder observar y estudiar la máquina. Y 

podría darse el caso de que la mercantil demandada, en aras a continuar con la 

obstaculización del procedimiento, se negase a permitirle la entrada. Ello nos obligaría a 

solicitar la asistencia judicial para la práctica de la prueba, para que el juez competente, 

y ya de una manera coercitiva, obligue al administrador de la empresa demandada a 

permitir la entrada del perito para poder llevar a cabo su trabajo. Aunque es probable que 

la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL» lleve a cabo alguna maniobra dilatoria 

para retrasar al máximo la sustanciación del procedimiento esperamos que no llegue al 

punto de impedir el acceso al perito que ha de emitir el Dictamen sabiendo que ello 

conllevará la petición de auxilio judicial y no hará más que incrementar las costas del 

proceso. Considera ORDOÑO ARTÉS8 que si las partes, desde la libertad y el respeto a 

la autonomía de la voluntad en virtud de su libre decisión de disposición, que son los 

pilares del arbitraje, deciden someter su controversia a los árbitros, no tiene mucho 

sentido tener una actitud contumaz o rebelde, que impida a los árbitros practicar por sí 

mismos una prueba pertinente y útil para solucionar el conflicto. 

Una vez propuesta la prueba, el árbitro deberá decidir sobre la admisibilidad, pertinencia 

y práctica de la misma, de acuerdo con lo establecido en el art. 34 del Reglamento de la 

Corte Aragonesa de Arbitraje. De igual manera, decidirá si es necesaria la celebración de 

una audiencia para la presentación de alegaciones, práctica de nuevas pruebas o si las 

actuaciones se han de sustanciar exclusivamente por escrito.  Ello determinará que en el 

caso de ser necesario recabar el auxilio judicial para la práctica de la prueba, el Juez 

competente tan sólo deberá valorar la licitud de la misma y su propia competencia, de 

acuerdo con lo dispuesto en el art. 8.2 de la Ley de Arbitraje, en aras del principio de 

intervención mínima al que está sometido el procedimiento arbitral. 

 

                                                           

8
 ORDOÑO ARTÉS, C., «Asistencia judicial para la práctica de la prueba en la Ley de 

Arbitraje», en Estudios sobre el arbitraje: los temas claves, GONZÁLEZ (coord.), La 
Ley, Madrid, 2008, p.123. 
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En caso de ser necesario recabar el auxilio judicial, el art. 33 de la LA permite y marca 

las reglas de la intervención judicial para la asistencia en la práctica de pruebas «los 

árbitros o cualquiera de las partes con su aprobación podrán solicitar del tribunal 

competente asistencia para la práctica de pruebas, de conformidad con las normas que le 

sean aplicables sobre medios de prueba. Esta asistencia podrá consistir en la práctica de 

la prueba ante el tribunal competente o en la adopción por éste de las concretas medidas 

necesarias para que la prueba pueda ser practicada ante los árbitros. 

Si así se le solicitare, el Tribunal practicará la prueba bajo su exclusiva dirección. En otro 

caso, el Tribunal se limitará a acordar las medidas pertinentes. En ambos supuestos el 

Secretario judicial entregará al solicitante testimonio de las actuaciones». 

 

De lo expuesto en el art. 33 LA, se desprende que la asistencia judicial para la práctica de 

la prueba puede prestarse, bien mediante la práctica de la misma en sede judicial ante el 

Juez competente, o bien mediante la adopción por el Juez de las medidas que sean 

necesarias para que la prueba pueda practicarse ante el árbitro. Así, en el primero de los 

casos será el Juez quien practique la prueba bajo su exclusiva dirección mientras que en 

el segundo tan solo deberá procurar los medios oportunos para que la prueba se practique 

en sede arbitral. 

 

Para el caso de que se dictara una eventual resolución judicial denegatoria de la asistencia 

para la práctica de la prueba, debemos hacer una referencia a la doctrina ya que 

actualmente nos encontramos con un vacío legal en la Ley de Arbitraje en ese aspecto. 

En opinión de ORDOÑO ARTÉS9, dada la orfandad legal, habrá que acudir a lo previsto 

en el art. 287.2 de la LEC, que nos permitiría interponer un recurso de reposición ante el 

Juez que haya denegado la asistencia. Contra la resolución del recurso de reposición no 

cabrán más recursos, ya que el citado art. 287.2 de la LEC tan solo permite volver a 

plantear la cuestión en el recurso de apelación contra la sentencia que se dictase, algo que 

no tendrá lugar en este caso por no ser un procedimiento judicial. 

El tribunal judicial competente será, de acuerdo con el art. 8.2 de la LA, el del lugar del 

arbitraje o alternativamente, el del lugar donde hubiere de prestarse la asistencia. Esta 

disposición nos permite elegir entre solicitar la asistencia al Juzgado de Primera Instancia 

de Zaragoza o ante el Juzgado de Primera Instancia de Teruel. Considero más 

                                                           

9 ORDOÑO ARTÉS, C., «Asistencia judicial para la práctica de la prueba…» cit. p. 126. 
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recomendable hacerlo ante el de Teruel, ya que es quien habrá conocido de las medidas 

cautelares (formación de inventario) y también entiendo que estará más descongestionado 

que los de Zaragoza, lo cual hará más rápido el trámite y acortará plazos, ya que aunque 

en Aragón los Juzgados son más rápidos que la mayoría de Juzgados de España para 

tramitar los procesos, el Juzgado de Teruel debería tener menos volumen de trabajo que 

el de Zaragoza en comparación con la población de ambos partidos judiciales. 

 

3.5) Posibilidad de que la mercantil demandada entre en situación concursal y su 

interferencia con el procedimiento arbitral. 

 

3.5.1) El arbitraje en el concurso de acreedores. 

 

El art. 98.1. 1º de la LEC regula el principio general de la acumulación de todos los 

procesos que afecten al patrimonio del deudor, en este caso, la mercantil «Ganadería 

Vacuna Murciana SL”: «la acumulación de procesos también se decretará: Cuando esté 

pendiente un proceso concursal al que se halle sujeto el caudal contra el que se haya 

formulado o formule cualquier demanda. En estos casos, se procederá conforme a lo 

previsto en la legislación concursal». Esto hace necesario tener que acudir a la legislación 

concursal con objeto de estudiar las previsiones relativas a los procedimientos arbitrales 

que se hallan abiertos en el momento de la declaración de concurso.  

Según GONZÁLEZ-MONTES SÁNCHEZ10, el arbitraje opera como un «equivalente 

jurisdiccional», lo que no excluye su origen y naturaleza contractuales basadas en el 

principio de autonomía de la voluntad de las partes sobre materias disponibles. Por este 

motivo, la Ley Concursal trata de manera equivalente al arbitraje y a los procesos 

judiciales en caso de concurso.  

 

Por otro lado, la STC nº 326/1993, de 28 de octubre, atribuye a la fase declarativa del 

arbitraje auctoritas por imperativo de la ley, por lo que serán los tribunales 

jurisdiccionales quienes habrán de despachar la ejecución forzosa del laudo arbitral. 

 

 

                                                           

10 GONZÁLEZ-MONTES SÁNCEZ, J.L., «Arbitraje y concurso de acreedores», en 
Estudios sobre el arbitraje: los temas claves, GONZÁLEZ (coord.), la Ley, Madrid, 
2008, pp. 378-79. 
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3.5.2) Los efectos del concurso sobre las acciones individuales. 

 

Desde el momento de la declaración de concurso, según establece la LC en su art. 21. 2º, 

el Juez deberá pronunciarse sobre «los efectos sobre las facultades de administración y 

disposición del deudor respecto de su patrimonio, así como el nombramiento y las 

facultades de los administradores concursales». Esto ha de ser puesto en relación con lo 

dispuesto por el art. 40 LC, que regula las facultades patrimoniales del deudor:  

 

Art. 40.1 LC: «El deudor conservará las facultades de administración y disposición sobre 

su patrimonio, quedando sometido el ejercicio de éstas a la intervención de los 

administradores concursales, mediante su autorización o conformidad». 

  

Art. 40.2 LC: «En caso de concurso necesario, se suspenderá el ejercicio por el deudor de 

las facultades de administración y disposición sobre su patrimonio, siendo sustituido por 

los administradores concursales». 

 

Art. 40.3 LC: «El juez podrá acordar la suspensión en caso de concurso voluntario o la 

mera intervención cuando se trate de concurso necesario. En ambos casos, deberá 

motivarse el acuerdo señalando los riesgos que se pretendan evitar y las ventajas que se 

quieran obtener». 

 

Art. 40.6 LC: «La intervención y la suspensión se referirán a las facultades de 

administración y disposición sobre los bienes, derechos y obligaciones que hayan de 

integrarse en el concurso y, en su caso, a las que correspondan al deudor de la sociedad o 

comunidad conyugal». «El deudor conservará la facultad de testar, sin perjuicio de los 

efectos del concurso sobre la herencia». 

Debemos tener en cuenta que en el caso que nos ocupa, el deudor es una persona jurídica, 

por lo que le será de aplicación lo establecido en el art. 48 LC, sobre los efectos de la 

declaración de concurso sobre los órganos de las personas jurídicas deudoras. El punto 1 

del art. 48.a) LC dispone que durante la tramitación del concurso se mantendrán los 

órganos de la persona jurídica deudora, sin perjuicio de los efectos que sobre su 

funcionamiento produzca la intervención o la suspensión de sus facultades de 
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administración y disposición. Por ello, el administrador de «Ganadería Vacuna Murciana 

SL» podrá seguir siendo D. Francisco Pérez Soto.  

Señalan NOGUERA DE ERQUIAGA y ABADÍA JORDANA11, que la LC no hace 

mención expresa a la intervención relativa a los arbitrajes, pero al regular las facultades 

del deudor para todos los casos, se entiende incluido también todo lo referido al arbitraje. 

 

3.5.3) Los efectos del concurso de acreedores sobre el convenio arbitral. 

La Ley de Arbitraje no prevé ningún efecto de manera expresa en los casos en los que 

una de las empresas que son parte de un procedimiento arbitral entra en una situación de 

crisis económica y se ve obligada a solicitar la declaración de concurso. Por ello, es a la 

LC y a la LEC (en lo relativo a las medidas cautelares) a donde deberemos acudir para 

ver y estudiar los posibles efectos de una declaración de concurso sobre el convenio 

arbitral y sobre las partes del mismo. 

 

Según el art. 52.1 de la LC, «la declaración de concurso, por sí sola, no afecta a los pactos 

de mediación ni a los convenios arbitrales suscritos por el concursado. Cuando el órgano 

jurisdiccional entendiera que dichos pactos o convenios pudieran suponer un perjuicio 

para la tramitación del concurso podrá acordar la suspensión de sus efectos, todo ello sin 

perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales». De ello debemos deducir que 

una eventual declaración de concurso no invalidaría ni afectaría a dichos convenios 

arbitrales o cláusulas contractuales (nuestro caso) de sometimiento a arbitraje a los efectos 

del comienzo de un procedimiento arbitral. No obstante, según la LC, cuando el órgano 

jurisdiccional entienda que dichos convenios pueden suponer un perjuicio para la 

tramitación del concurso, «puede acordar la suspensión de sus efectos», sin perjuicio de 

lo dispuesto en los tratados internacionales. De todos modos, y según parece desprenderse 

del art. 52.1 de la LC, esta suspensión afectaría solo al concursado, y por lo tanto no 

impediría que otras partes del convenio arbitral desarrollen procedimientos arbitrales 

entre sí, sin involucrar al concursado. 

 

                                                           

11 NOGUERA DE ERQUIAGA, J.C. y ABADÍA JORDANA, R., «La compatibilidad del 
arbitraje y el concurso de acreedores», en El arbitraje: nueva regulación y práctica 

arbitral, VÁZQUEZ y TUSQUETS (dir.), Tirant, Valencia, 2013, pp. 289-92. 
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Por todo lo expuesto anteriormente, y según el punto 2 del art. 52 de la LC, «los 

procedimientos arbitrales en tramitación al momento de la declaración de concurso se 

continuarán hasta la firmeza del laudo». Por lo tanto, nada impediría que el procedimiento 

arbitral que va a comenzar a instancias de nuestro cliente pudiera continuar con 

normalidad hasta el pronunciamiento del árbitro mediante el laudo. Cuestión diferente 

sería la ejecución del mismo, pero ello será analizado más adelante. Los únicos efectos 

que podría tener durante el arbitraje la declaración de concurso de la mercantil «Ganadería 

Vacuna Murciana SL», serían una posible modificación de la capacidad y representación 

para actuar en juicio del concursado (arts. 51.2 y 3 de la LC) o incluso de intervención de 

las facultades del concursado si el concurso fue necesario. De esta manera, NOGUERA 

DE ERQUIAGA y ABADÍA JORDANA12 consideran que de una suspensión temporal 

de la eficacia del convenio arbitral se pasaría a su pleno reconocimiento con la única 

condición de que no supongan un perjuicio para la tramitación del concurso, y aun así 

sólo se produciría la suspensión de sus efectos (del convenio o cláusula de arbitraje).  

 

En último lugar, nos encontramos con una amplia mayoría de resoluciones judiciales que 

respaldan la continuación de los procedimientos arbitrales que se hallan en trámite con 

anterioridad a la solicitud de declaración de concurso. En ese sentido, el Juzgado de lo 

Mercantil nº 3 de Barcelona, en resolución de Recurso de Reposición de 9 de junio de 

2009, estableció claramente que «la declaración de concurso, por sí sola, no afecta a los 

pactos de mediación ni a los convenios arbitrales suscritos por el concursado». De igual 

manera, la Audiencia Provincial de Madrid, en su Auto de 23 de diciembre de 2010, llegó 

a la conclusión de que «los procedimientos arbitrales en tramitación al momento de la 

declaración de concurso se continuarán hasta la firmeza del laudo (…) no puede alterarse 

la competencia general como consecuencia del estado concursal de una de las 

intervinientes en el proceso».  

 

 

 

 

 

                                                           

12 NOGUERA DE ERQUIAGA J.C. y ABADÍA JORDANA, R., «La compatibilidad del 
arbitraje…» cit. p. 296. 
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3.5.4) La incidencia de los laudos firmes en el procedimiento concursal. 

 

La LC atribuye, en su art. 8, la competencia para la ejecución de los laudos firmes al Juez 

de lo mercantil: «Son competentes para conocer del concurso los jueces de lo mercantil. 

La jurisdicción del juez del concurso es exclusiva y excluyente en las siguientes 

materias…». 

En cuanto a la repercusión de un laudo firme sobre un procedimiento concursal, el art. 

53.1 de la LC regula la vinculación de las sentencias y los laudos firmes antes o después 

de la declaración de concurso al juez de éste, que deberá dar a las resoluciones 

pronunciadas el tratamiento concursal que correspondan, con objeto de declarar si los 

créditos reconocidos por ese laudo son créditos contra la masa o créditos ordinarios. En 

concreto, el art. 84.1 de la LC, regula el tratamiento que ha de darse a los créditos 

reconocidos por laudo firme o sentencia judicial: «Declarado el concurso, todos los 

acreedores del deudor, ordinarios o no, cualquiera que sea su nacionalidad y domicilio, 

quedarán de derecho integrados en la masa pasiva del concurso, sin más excepciones que 

las establecidas en las leyes». 

 

3.5.5) La impugnación de los convenios y procedimientos arbitrales en caso de 

fraude. 

 

Una vez que el laudo dictado por el árbitro o el tribunal arbitral ha adquirido firmeza, será 

el juez del concurso (juez de lo mercantil) quien deberá dar al contenido del laudo el 

tratamiento que corresponda. Todo ello de acuerdo con lo que establece el art. 53 LC. El 

punto segundo del mencionado artículo establece la legitimación activa de la 

administración concursal para impugnar el convenio y/o el procedimiento arbitral en caso 

de fraude, aunque no se señala expresamente por qué cauces ha de llevarse a cabo dicha 

impugnación.  

 

La Ley de Arbitraje prevé dos acciones para la impugnación del laudo; la acción de 

anulación y la acción de revisión. Para interponer la acción de anulación del laudo, ésta 

habrá de plantearse dentro de los dos meses siguientes a la notificación del mismo, y dicha 

nulidad habrá de fundamentarse en alguno de los motivos de expuestos en el art. 41 LA, 

que son los siguientes: 
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-Que el convenio arbitral no exista o no sea válido. 

-Que no haya sido debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las 

actuaciones arbitrales o no haya podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus 

derechos. 

-Que los árbitros hayan resuelto sobre cuestiones no sometidas a su decisión. 

 -Que la designación de los árbitros o el procedimiento arbitral no se hayan ajustado al 

acuerdo entre las partes, salvo que dicho acuerdo fuera contrario a una norma imperativa 

de esta Ley, o, a falta de dicho acuerdo, que no se han ajustado a esta ley. 

-Que los árbitros hayan resuelto sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje. 

-Que el laudo sea contrario al orden público. 

 

En cuanto a la acción de revisión del laudo, el art. 43 LA establece el mismo régimen que 

para la revisión de sentencias firmes, remitiendo para ello a la LEC. El laudo devendrá 

firme a los dos meses de su notificación o bien tras la sentencia que ponga fin a la acción 

de anulación del laudo (arts. 41 y 42 LA). 

 

En cuanto a la legitimación activa para la interposición de las acciones de nulidad o 

revisión del laudo a las que se ha hecho referencia con anterioridad, debo señalar que de 

acuerdo con lo establecido por el art. 54.1 en relación con el art. 54.2 de la LC, es en 

principio el concursado quien está legitimado para su interposición, si bien en caso de 

intervención de sus facultades por decisión del juez del concurso, la administración 

concursal ostentará también legitimación para la interposición de las citadas acciones de 

nulidad y revisión. 

 

3.5.6) Interferencia de medidas cautelares adoptadas en el procedimiento arbitral 

que afecten al patrimonio del concursado. 

 

En cuanto a una eventual solicitud de medidas cautelares en el procedimiento arbitral y 

una vez instada la solicitud de concurso por parte de la empresa «Ganadería Murciana 

S.L.», el art. 8.4º de la LC («Toda medida cautelar que afecte al patrimonio del 
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concursado excepto las que se adopten en los procesos que quedan excluidos de su 

jurisdicción en el párrafo 1.º de este precepto y, en su caso, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 52, las adoptadas por los árbitros en las actuaciones arbitrales, sin perjuicio 

de la competencia del juez para acordar la suspensión de las mismas, o solicitar su 

levantamiento, cuando considere que puedan suponer un perjuicio para la tramitación del 

concurso».) excluiría de la competencia del juez del concurso, entre otras materias, la 

posibilidad de adoptar medidas cautelares atribuyendo en exclusiva esa facultad al árbitro 

en los procedimientos arbitrales. Por ello, los árbitros seguirán teniendo potestad de 

adoptar medidas cautelares en el seno del procedimiento arbitral aun después de instada 

la solicitud de concurso por cualquiera de las partes.  

 

Por otra parte, nada impide, tampoco, que el juez de lo mercantil (el competente para 

conocer del concurso) pueda adoptar medidas cautelares contra el patrimonio del 

concursado, ya que tanto el art. 8. 4º de la LEC como el art. 86 ter. 1.4º de la LOPJ le 

atribuyen jurisdicción exclusiva y excluyente para dictar medidas que afecten al 

patrimonio del concursado y porque el convenio arbitral tampoco impediría que las partes 

solicitasen la adopción de medidas cautelares por un tribunal judicial,  de acuerdo con el 

art. 11.3 de la LA «el convenio arbitral no impedirá a ninguna de las partes, con 

anterioridad a las actuaciones arbitrales o durante su tramitación, solicitar de un tribunal 

la adopción de medidas cautelares ni a éste concederlas». 

 

Llegados a este punto, es conveniente hacer una breve referencia a la posible situación 

que podría darse si tanto el juez del concurso como el árbitro reciben solicitudes 

simultaneas para adoptar medidas cautelares. En primer lugar, debemos destacar que el 

art. 734 de la LEC establece que el Letrado de la Administración de Justicia deberá 

notificar al demandado y convocar a las partes a una vista para la adopción de medidas 

cautelares. No obstante, no se está obligado a comunicar al árbitro la existencia del 

proceso judicial de adopción de medidas cautelares, por lo que dicho árbitro no conocerá 

que éste se está siguiendo hasta su resolución o hasta que las partes decidan 

comunicárselo.  Por ello, y desgraciadamente, al no haber obligación legal de información 

ni en la LA ni en la LEC entre el tribunal arbitral y el jurisdiccional, no será posible que 

ambos tribunales conozcan de la existencia del proceso de medidas cautelares si las partes 

no se lo comunican. Parte de la doctrina se muestra partidaria, no obstante, de atribuir al 

tribunal arbitral de la potestad de ejecución de medidas cautelares. PICÓ I JUNOY y 
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VÁZQUEZ ALBERT13 consideran que «para el futuro podría atribuirse al tribunal 

arbitral encargarse de la ejecución de la medida cautelar y prever el apoyo judicial para 

cuando el sujeto afectado por dicha medida mantenga una postura obstructiva a su 

práctica, esto es, prever la intervención judicial sólo en un segundo plano». 

 

3.6) Ejecución del laudo. 

 

El laudo arbitral pondrá fin al procedimiento y, una vez dictado, deberá ejecutarse. Si en 

el laudo se estiman todas las pretensiones de nuestro cliente, se declarará resuelto el 

contrato de compraventa y la validez de la reserva de dominio. También se declarará no 

haber lugar a devolución de las cantidades ya abonadas por parte de «Ganadería Vacuna 

Murciana SL» en virtud de la cláusula penal incluida en el contrato, y posiblemente se 

nos conceda una indemnización por el deterioro comercial de la máquina y el abono de 

los gastos de transporte de ésta desde las dependencias de la mercantil demandada hasta 

las naves de «Agrigón SL», sitas en Zaragoza. 

 

La ejecución del laudo implicará la retirada y traslado hasta Zaragoza de la «Ordeñadora 

automática DeLaval 1200», para lo cual será necesario entrar en las dependencias de 

«Ganadería Murciana SL». De otro lado, también implicará el abono de la indemnización 

por depreciación comercial que previamente habrá calculado nuestro perito en su 

dictamen y el abono de los gastos de traslado a Zaragoza, que serán acreditados 

convenientemente ante el árbitro mediante la aportación de un presupuesto elaborado por 

una empresa externa a «Agrigón SL». 

En cuanto a esto último, la mercantil «Transportes del Ebro SA», totalmente ajena a 

«Ganadería Vacuna Murciana SL” y «Agrigón SL», dedicada al transporte por carretera 

de todo tipo de maquinaria pesada, ha elaborado un presupuesto de desmontaje de la 

máquina la «Ordeñadora automática DeLaval 1200» y transporte de la misma desde 

Teruel hasta Zaragoza, en un camión habilitado para ello. Dicho presupuesto asciende a 

un total de 1.871, 23 euros, que será convenientemente presentado al árbitro para acreditar 

dichos gastos que deberán ser sufragados por «Ganadería Murciana SL».  

 

                                                           

13 PICÓ I JUNOY, J. y VÁZQUEZ ALBERT, D., «La revitalización del arbitraje 
societario», en El arbitraje: nueva regulación y práctica arbitral, VÁZQUEZ y 
TUSQUETS (dir.), Tirant, Valencia, 2013, p.104. 
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En los casos en los que el laudo se cumple de una manera voluntaria no es necesario instar 

la ejecución forzosa, pero en este caso estamos ante un laudo de condena en el que lo más 

probable (viendo las circunstancias que han rodeado al caso hasta ahora) es que la 

mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL» no cumpla voluntariamente. 

El tribunal arbitral, o en este caso, el árbitro, no tiene potestad para ejecutar el laudo 

forzosamente, por lo que a nuestro cliente «Agrigón SL» no le quedará más remedio que 

acudir a la jurisdicción ordinaria para instar la ejecución del fallo del laudo. 

 

En la ejecución del laudo debemos plantearnos también la posibilidad de incluir en el 

arbitraje la validez de la cláusula de aval, que como ya hemos explicado en los 

antecedentes, no fue firmada por el avalista, D. Francisco Pérez Soto.  

El aval como tal consiste en un contrato (en este caso una cláusula dentro del contrato de 

compraventa) mediante el que el avalista se compromete a cubrir los riesgos del deudor, 

respondiendo solidariamente junto con éste de los pagos que correspondan. En caso de 

que el deudor no cumpla con las obligaciones que le corresponden, el acreedor podrá 

exigirle el abono de las deudas pendientes. Viene regulado, en primer lugar, en el art. 

1911 del Código Civil, que establece la obligación del avalista a cubrir las 

responsabilidades del deudor con sus bienes presentes y futuros. Además, el art. 132 de 

la Ley Cambiaria y del Cheque establece los criterios de validez del aval. 

 

No considero beneficioso para los intereses de nuestro cliente plantear la validez de la 

cláusula de aval ante el Tribunal, ya que la Ley Cambiaria y del Cheque es clara, en su 

art. 132, a la hora de fijar los requisitos de validez del aval «se expresará mediante la 

palabra “por aval” o con cualquier otra fórmula equivalente, e irá firmado por el avalista». 

Esto es así ya que es muy difícil que prospere el planteamiento si tenemos en cuenta que 

nuestro cliente tuvo parte de culpa en esa ausencia de firma del aval, al no querer estar 

presente en la firma del contrato. El aval es una garantía personal y por lo tanto ha de ser 

firmado por quien presta esa garantía (el avalista). Y si bien nuestro cliente tiene interés 

en que haya una condena en costas a su favor en el laudo, no sería conveniente plantear 

una cuestión que difícilmente será estimada y comprometerá dicha condena en costas a 

favor de «Agrigón SL».  

 

Debemos acudir a la LEC para aclarar que son susceptibles de ejecución los laudos de 

condena (pago de una cantidad de dinero, obligaciones no dinerarias, entregar alguna 
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cosa, hacer o no hacer, etc.). El art. 571 de la LEC permite la ejecución del pago a 

«Agrigón SL» de la indemnización por el deterioro comercial de la máquina y de los 

gastos de transporte de la misma «para el despacho de la ejecución se considerará líquida 

toda cantidad de dinero determinada, que se exprese en el título con letras, cifras o 

guarismos comprensibles». Mientras que el art. 701 de la LEC regula la ejecución de la 

reserva de dominio a favor de «Agrigón SL» permitiendo la vuelta a dependencias de 

dicha mercantil de la máquina vendida (cosa mueble) «Cuando del título ejecutivo se 

desprenda el deber de entregar cosa mueble cierta y determinada y el ejecutado no lleve 

a cabo la entrega dentro del plazo que se le haya concedido, el Secretario judicial 

responsable de la ejecución pondrá al ejecutante en posesión de la cosa debida, empleando 

para ello los apremios que crea precisos. Si fuera necesario proceder a la entrada en 

lugares cerrados recabará la autorización del Tribunal que hubiera ordenado la ejecución, 

pudiéndose auxiliar de la fuerza pública, si fuere preciso». 

 

Para despachar la ejecución, nuestro cliente deberá interponer una demanda de ejecución 

ante el Juzgado de Primera Instancia de Zaragoza, por ser éste el lugar donde se dictó el 

laudo (art. 8.4 de la Ley de Arbitraje y art. 545.2 de la LEC), a la que deberá acompañar 

el título en el que se funda la resolución a ejecutar (contrato de compraventa con reserva 

de dominio y laudo arbitral que estima las pretensiones del demandante), indicando los 

bienes que han de ejecutarse, así como la justificación documental de la cantidad dineraria 

reclamada y los datos de las personas frente a las que se pretende el despacho de ejecución 

(«Ganadería Vacuna Murciana SL»), esto último en cumplimiento de lo dispuesto por el 

art. 538.1 de la LEC «son parte en el proceso de ejecución la persona o personas que 

piden y obtienen el despacho de la ejecución y la persona o personas frente a las que ésta 

se despacha». 

 

El tener que solicitar la ejecución del laudo ante un tribunal judicial tiene varias 

desventajas. Por un lado, los retrasos que acumulan los Juzgados de Primera Instancia en 

España en general, que pueden hacer que se dilate más en el tiempo la ejecución del laudo 

que el procedimiento arbitral seguido ante la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación. 

De otro lado, y quizá este sea el mayor inconveniente, es el coste económico, ya que el 

proceso de ejecución es un procedimiento totalmente diferente al arbitral en el que hay 

que pagar tasas (por ser «Agrigón SL» persona jurídica), honorarios del Letrado que 

intervenga en el procedimiento y el arancel del Procurador, ya que ante la jurisdicción 
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ordinaria y debido a la cuantía del procedimiento es obligatorio presentar la demanda 

estando representado por Procurador. Bien es cierto que con casi toda probabilidad la 

parte contraria será condenada en costas, pero para llegar a ese punto habrá que haber 

adelantado mucho dinero por parte de nuestro cliente, no teniendo claro a fecha actual si 

para entonces la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL» se hallará en un estado de 

insolvencia tal que le impida incluso hacer frente a esas costas cuando sea condenada a 

su pago. 

 

En último lugar, es necesario hacer una referencia a la notificación del laudo. El art. 5 de 

la Ley de Arbitraje regula las notificaciones, comunicaciones y el cómputo de plazos en 

el marco del procedimiento arbitral.  En cuanto a la fecha en que se considera recibida 

una notificación por las partes, el art. 5.a) LA establece que «toda notificación o 

comunicación se considerará recibida el día en que haya sido entregada personalmente al 

destinatario o en que haya sido entregada en su domicilio, residencia habitual, 

establecimiento o dirección. Asimismo, será válida la notificación o comunicación 

realizada por télex, fax u otro medio de telecomunicación electrónico, telemático o de 

otra clase semejante que permitan el envío y la recepción de escritos y documentos 

dejando constancia de su remisión y recepción y que hayan sido designados por el 

interesado. En el supuesto de que no se descubra, tras una indagación razonable, ninguno 

de esos lugares, se considerará recibida el día en que haya sido entregada o intentada su 

entrega, por correo certificado o cualquier otro medio que deje constancia, en el último 

domicilio, residencia habitual, dirección o establecimiento conocidos del destinatario». 

Por tanto, por cualquiera de los medios que recoge el mencionado cuerpo legal se 

considerará realizada la notificación del laudo. 

 

Sin embargo, puede ocurrir que «Ganadería Vacuna Murciana SL» tratara de hacer todo 

lo posible por no recibir el laudo arbitral, lo cual impediría que no fuese posible solicitar 

su ejecución hasta que éste fuera eficazmente notificado. En ese caso, y tal como se recoge 

en el citado art. 5.a) LA, se entenderá recibida (esto es, notificada) el mismo día en que 

hubiese sido intentada su entrega en su último domicilio, residencia habitual, dirección o 

establecimiento conocidos del destinatario. Ello permitiría que se considerase recibido el 

laudo por «Ganadería Vacuna Murciana SL» una vez intentada la notificación en su 

domicilio social, que tanto «Agrigón SL» como el árbitro conocen, lo que habilitará a 

nuestro cliente para continuar con las acciones de ejecución del laudo. 
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En caso de que la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL» se encontrase en situación 

concursal en el momento de dictarse el laudo, sería necesario acudir a la vía jurisdiccional 

ordinaria para poder llevar a cabo la ejecución del mismo. El art. 43.1 de la LC establece, 

en el marco de las medidas necesarias para proteger, administrar y conservar la masa 

activa del concursado, que en el ejercicio de las facultades de administración y 

disposición sobre la masa activa, se deberá atender a los modos más convenientes para 

los intereses del concursado. Por ello, los administradores concursales podrán solicitar 

del juzgado el auxilio que estimen necesario.  

 

En el caso que nos ocupa, el contenido del laudo reconocerá un crédito a favor de 

«Agrigón SL», que será calificado en el concurso como un crédito con privilegio especial, 

puesto que la máquina «Ordeñadora automática DeLaval 1200» había sido vendida 

mediante un contrato de compraventa con reserva de dominio a favor de «Agrigón SL». 

Todo ello de conformidad con lo establecido por el art. 90.1.4º  de la LC: «Son créditos 

con privilegio especial: Los créditos por contratos de arrendamiento financiero o de 

compraventa con precio aplazado de bienes muebles o inmuebles, a favor de los 

arrendadores o vendedores y, en su caso, de los financiadores, sobre los bienes arrendados 

o vendidos con reserva de dominio, con prohibición de disponer o con condición 

resolutoria en caso de falta de pago».  

 

Debemos aclarar en este punto que, toda vez que el contrato de compraventa de la 

mencionada máquina fue debidamente inscrito en el Registro de Venta a Plazos de Bienes 

Muebles, con objeto de dar cumplimiento a lo dispuesto por el art. 15.1 de la LVPBM, en 

relación a la oponibilidad de las reservas de dominio frente a terceros, no habrá 

impedimento alguno en cuanto a la calificación del crédito como privilegiado especial, 

de acuerdo con lo expuesto en el art. 90.2 LC: «Para que los créditos mencionados en los 

números 1.º a 5.º del apartado anterior puedan ser clasificados con privilegio especial, la 

respectiva garantía deberá estar constituida con los requisitos y formalidades previstos en 

su legislación específica para su oponibilidad a terceros». 

 

Para poder proceder a la ejecución del pago del crédito que ostenta «Agrigón S.L.» frente 

a «Ganadería Vacuna Murciana SL», se deberá atender a lo establecido en el art. 56.1 de 

la LC, que regula la ejecución de garantías reales y acciones de recuperación asimiladas. 

El punto 1 del art. 56 LC establece que «los acreedores con garantía real sobre bienes del 
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concursado que resulten necesarios para la continuidad de su actividad profesional o 

empresarial no podrán iniciar la ejecución o realización forzosa de la garantía hasta que 

se apruebe un convenio cuyo contenido no afecte al ejercicio de este derecho o trascurra 

un año desde la declaración de concurso sin que se hubiera producido la apertura de la 

liquidación». 

 

En el caso que nos ocupa, la máquina «Ordeñadora automática DeLaval 1200» es un bien 

afecto a la actividad profesional de la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL», por 

lo que nuestro cliente se verá obligado a esperar, bien a la aprobación del convenio cuyo 

contenido no afecte al ejercicio de su derecho de reserva de dominio sobre la máquina, o 

bien al transcurso de un año desde la declaración de concurso sin que se hubiera producido 

la apertura de la fase concursal de liquidación. 

De otro lado, también la administración concursal podría optar, con arreglo al art. 155.2 

de la LC, por atender al pago del crédito de «Agrigón SL» con cargo a la masa y sin 

realización del bien afecto. Si el administrador concursal optase por esta opción, «se 

deberá satisfacer de inmediato la totalidad de los plazos de amortización e intereses 

vencidos y asumirá la obligación de atender los sucesivos como créditos contra la masa 

y en cuantía que no exceda del valor de la garantía, calculado de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 94. En caso de incumplimiento, se realizarán los bienes y 

derechos afectos para satisfacer los créditos con privilegio especial conforme a lo 

dispuesto en el apartado 5». 

 

3.7) Fondo del asunto. Fundamentos jurídico-materiales. 

 

3.7.1) Validez de la cláusula de sometimiento a arbitraje y el pacto de reserva 

de dominio. 

 

El artículo 1255 del CC establece la libertad de las partes para llevar a cabo cualquier tipo 

de pacto, cláusula o condición contractual que consideren oportuno, siempre y cuando 

dichos pactos no sean contrarios a la moral, las leyes o el orden público: «Los contratantes 

pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, 

siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral, ni al orden público». De este modo, 

no cabe duda de la validez de la cláusula híbrida de sometimiento a mediación y a 
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arbitraje, ya que no es contraria a la ley y ambos métodos alternativos de resolución de 

conflictos están contemplados en la legislación española. 

De igual manera, el pacto de venta con reserva de dominio puede perfectamente ser 

incorporado en cualquier tipo de contrato de compraventa. Concretamente, el art. 7.10 de 

la LVPBM prevé la posibilidad de incorporar al contenido de estos contratos la cláusula 

de reserva de dominio para la parte vendedora, que en este caso se ha pactado de duración 

hasta el pago completo del precio acordado. Este artículo hay que ponerlo en relación con 

el art. 10 del mismo cuerpo legal, que regula las consecuencias del incumplimiento del 

contrato por parte del comprador. 

En esta ocasión, ante el impago de los plazos pactados durante más de un año y medio, a 

mi cliente «Agrigón S.L.», amparándose en los arts. 1124 del CC («el perjudicado podrá 

escoger entre exigir el cumplimiento o la resolución de la obligación, con el resarcimiento 

de daños y abono de intereses en ambos casos. También podrá pedir la resolución, aun 

después de haber optado por el cumplimiento, cuando éste resultare imposible».) y el art. 

10.1 de la LVPBM («si el comprador demora el pago de dos plazos o del último de ellos, 

el vendedor, sin perjuicio de lo que dispone el artículo siguiente, podrá optar entre exigir 

el pago de todos los plazos pendientes de abono o la resolución del contrato».), opta por 

la resolución del contrato, quedando obligadas las partes a restituirse las prestaciones. No 

obstante, en este caso hay un matiz, que se desarrollará en el apartado siguiente, y que 

corresponde al pacto entre las partes llevado a cabo en una cláusula penal del contrato, 

por el que acuerdan que la parte vendedora podría hacer suyas las cantidades que ya se 

hubiesen abonado hasta ese momento. 

Si acudimos a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, nos encontramos con diversas 

sentencias, como la STS nº 321/2007, de 16 de marzo, en cuyo Fundamento Jurídico 

Tercero dice, en referencia a la STS de 10 de febrero de 1998, que el pacto de reserva de 

dominio «tiene naturaleza de condición suspensiva, es decir, que cuando se pague el 

precio por entero se transmite automáticamente el derecho de propiedad al adquirente, no 

antes; antes no es propietario…» de la misma manera que, con referencia a las sentencias 

STS de 12 de marzo de 1993 y STS 16 de julio de 1993, la citada sentencia reitera que 

«mientras el comprador cumpla en todo o en parte, el vendedor carece de poder de 

disposición sobre el objeto, que no puede ser embargado en  procedimiento de apremio a 

no ser que éste se limite a los derechos que pudieran tener sobre el mismo». 
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En cuanto a la validez de los pactos con reserva de dominio, la mencionada sentencia STS 

nº 321/2007, de 16 de marzo, en su Fundamento Jurídico Tercero, sigue la doctrina de las 

sentencias STS de 16 de febrero de 1984 y STS de 11 de julio de 1983, que decretaron 

que «hay que entender que si bien el vendedor transmite al comprador el dominio de la 

cosa vendida, esto no lo es de forma definitiva hasta que se pague por completo el precio 

pactado, actuando como garantía del cobro del mismo que se aplaza, lo que determina 

que verificado el completo pago se produce “ipso iure”, sin necesidad de ulteriores 

consentimientos, la transferencia dominical, por lo que no resulta afectada la perfección 

del contrato, que tiene lugar plena y vinculante». 

Por todo ello, a nuestro cliente «Agrigón SL», se le ha de restituir el dominio de la 

máquina «Ordeñadora automática DeLaval 1200» objeto del contrato de compraventa 

entre dicha empresa y la mercantil «Ganadería Vacuna Murciana SL», una vez declarada 

la resolución del mismo por impago de dos de los plazos pactados, de acuerdo con lo 

dispuesto en el art. 10.1 de la Ley 28/1998 de venta a Plazos de Bienes Muebles. 

 

3.7.2) Retención de las cantidades ya abonadas por la compradora e 

indemnización por deterioro comercial de la máquina. 

En cuanto a las cantidades que sí fueron abonadas por la demandada «Ganadería Vacuna 

Murciana SL» y que suman en total 38.061,80 €, mi mandante, «Agrigón SL», 

consideramos que tiene derecho a retenerlas, en virtud de la cláusula penal del contrato 

de compraventa.  

Independientemente de las indemnizaciones solicitadas, debemos recordar que en el 

contrato de compraventa se incluyó una cláusula penal que permitiría retener a «Agrigón 

SL» las cantidades ya abonadas por «Ganadería Vacuna Murciana SL» La cláusula penal 

es un tipo de garantía personal, regulada en los arts. 1152 a 1155 del CC y que tiene como 

función estipular una obligación de pago de una cantidad (que podríamos llamar pena o 

multa) a favor del contratante que no ha contravenido sus obligaciones respecto del 

contrato en cuestión. 

Establece el art. 1153 del CC que «el deudor no podrá eximirse de cumplir la obligación 

pagando la pena, sino en el caso de que expresamente se le hubiese sido reservado este 

derecho». Consideramos que no tendría sentido, apoyándonos en este precepto, que el 
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deudor pudiese eximirse de cumplir su obligación de pago de más de 150.000 € a 

«Agrigón SL» simplemente solicitando la rescisión del contrato comprometiéndose a 

reclamar la devolución de los pagos ya abonados. Al igual que una eventual nulidad de la 

cláusula penal, que en este caso no concurre ya que ésta no es contraria a las disposiciones 

legales (art. 1152 CC), no conllevaría la nulidad de la obligación principal de pago del 

precio pactado, según lo dispuesto por el art. 1155 del Código Civil. 

Pero es que, además, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 10.1 a) y b) de la Ley de Venta 

a Plazos de Bienes Muebles, nuestro cliente puede exigir: 

1º.- Una indemnización de 15.033,12 € correspondientes al 10% de los plazos vencidos e 

impagados, según el art. 10.1 a) de la LVPBM: 

«Cuando el vendedor optare por la resolución del contrato, las partes deberán restituirse 

recíprocamente las prestaciones realizadas. El vendedor o prestamista tendrá derecho:  

a) Al 10 por 100 de los plazos vencidos en concepto de indemnización por la tenencia de 

las cosas por el comprador». 

En este caso el 10% se ha calculado sobre todos los plazos impagados hasta la suma de 

la cantidad reclamada (150.330,12 €) y hasta el día 1-03-2016, fecha de vencimiento del 

último de los plazos. 

2º.- Una indemnización de 37.146,04 € por la depreciación comercial del de la máquina, 

en base a lo dispuesto en el art. 10.1 b) de la LVPBM:  

«Cuando el vendedor optare por la resolución del contrato, las partes deberán restituirse 

recíprocamente las prestaciones realizadas. El vendedor o prestamista tendrá derecho:  

b) A una cantidad igual al desembolso inicial, si existiera, por la depreciación comercial 

del objeto. Cuando no exista el desembolso inicial, o éste sea superior a la quinta parte 

del precio de venta al contado, la deducción se reducirá a esta última». 

La indemnización solicitada en base a este precepto es del 20% de la cantidad pactada 

como precio en el contrato de compraventa de la maquinaria (185.730,23 €), al ser la 

cantidad ya desembolsada por «Ganadería Vacuna Murciana SL» (38.061,69 €) superior 

a ese 20%. 
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3º.- En último lugar, se solicita una indemnización de 3.341,43 €, correspondientes al 

deterioro de la cosa vendida, en virtud del art. 10.1 b) de la LVPBM: «Por el deterioro de 

la cosa vendida, si lo hubiere, podrá exigir el vendedor, además, la indemnización que en 

derecho proceda». 

No olvidemos que la maquinaria vendida por mi representada, «Agrigón SL», lleva 

instalada y siendo utilizada en la granja de Teruel propiedad de la demandada desde hace 

más de un año y medio, por lo que, en el momento de la recuperación de la misma por 

parte de mi mandante, ésta habrá sufrido una importante pérdida de valor debido al 

deterioro que sufre cualquier objeto con el paso del tiempo y su utilización diaria.  

 

3.7.3) Gastos de transporte de la máquina desde la granja de Teruel a las naves 

de «Agrigón SL» en Zaragoza. 

Además, esta parte ha acreditado, mediante un presupuesto realizado por la empresa 

«Transportes del Ebro SA», externa a «Agrigón SL» e independiente de ambas partes 

objeto del contrato. La cuantía dineraria recogida en el presupuesto es de 1.871, 23 euros, 

que son la suma de los gastos de desmontaje y transporte de la máquina «Ordeñadora 

automática DeLaval 1200» desde la granja de Teruel hasta los almacenes de «Agrigón 

SL» que están situados en Zaragoza. Estos gastos han de ser afrontados por la mercantil 

«Ganadería Vacuna Murciana SL», ya que ha sido dicha empresa la que ha incumplido 

el contrato mediante el impago del precio y por lo tanto «Agrigón SL» se ha visto obligada 

al ejercicio de la acción restitutoria del dominio de la máquina. 

La suma de las tres indemnizaciones a las que nuestro cliente tiene derecho (plazos 

vencidos e impagados, depreciación comercial de la máquina y deterior de la misma), 

más los gastos de transporte de Teruel a Zaragoza, suman la cantidad de 57.391,82 €, que 

deberá ser abonada a mi mandante junto con la restitución del dominio de la máquina 

«Ordeñadora automática DeLaval 1200». 
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3.7.4) Costas del procedimiento con recargo del 20% de la provisión de fondos 

no abonada por la demandada. 

Deberán ser impuestas en el fallo del laudo a la mercantil demandada, «Ganadería Vacuna 

Murciana SL», ya que el motivo de la interposición de la demanda arbitral es el impago 

del precio convenido en el contrato de compraventa y cuyo pago se ha estado requiriendo 

a la citada mercantil, extrajudicialmente, durante más de un año y medio.  

Incluso, nuestro cliente accedió en su día a reestructurar la deuda y realizar un nuevo 

calendario de pagos, sin haberse conseguido el abono de las cantidades adeudadas. Por 

ello, que la empresa demandada ha venido actuando con temeridad y mala fe, obligando 

a nuestro cliente a iniciar el proceso arbitral.  

El dolo y la mala fe son conceptos jurídicos indeterminados que, si bien el Código Civil 

y la Ley de Enjuiciamiento Civil hacen referencia a ellos, es la jurisprudencia quien ha 

de determinar cuándo concurren. En ese sentido, nuestro Alto Tribunal se ha pronunciado 

desde hace décadas en numerosas sentencias, como la de la Sala Primera de 25 de octubre 

de 1928, la de 14 de octubre de 1952, la de 17 de marzo de 1964 o la más reciente, de 12 

de diciembre de 1994. Si bien puede tener lugar en cualquier momento procesal, los 

requisitos para concluir que ha habido mala fe son:  Una conducta insidiosa, intencionada 

o dirigida a provocar la declaración negocial, utilizando para ello las palabras o 

maquinaciones adecuadas, que la voluntad del declarante quede viciada por haberse 

emitido sin la natural libertad y conocimiento a causa del engaño, coacción u otra 

insidiosa influencia, que dicha conducta sea determinante de la declaración, que sea grave 

si se trata de anular el contrato o que no haya sido causado por un tercero, ni empleado 

por las dos partes contratantes. 

De otro lado, son de aplicación, en materia de costas, los arts. 43.1º. 2º y 3º del 

Reglamento de la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación en tanto en cuanto nuestro 

cliente hubo de satisfacer en su día la totalidad de la provisión de fondos fijada por la 

Corte, esto es, la correspondiente a ambas partes, por lo que se solicita que se condene a 

«Ganadería vacuna Murciana SL» a abonar a «Agrigón SL» un importe igual al 20% de 

la provisión de fondos no realizada en concepto de penalización (657,60 €). Todo ello de 

acuerdo con el art. 43.1º del Reglamento de la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación, 

que dice así: «Los árbitros se pronunciarán en el laudo sobre las costas del arbitraje, que 

incluirán los honorarios y gastos de los árbitros, los honorarios y gastos de los defensores 
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o representantes de las partes en su caso, los derechos de admisión y administración de la 

Corte de Arbitraje, y los demás gastos originados en el procedimiento arbitral, incluidos 

los impuestos que sean de aplicación. Además, en caso de que la parte solicitante haya 

satisfecho la totalidad de la provisión de fondos fijada por la Corte, es decir la 

correspondiente a ambas partes, el árbitro podrá, en el pronuncia-miento de costas, 

condenar a la parte demandada que no realizó su provisión de fondos a satisfacer a la 

parte demandante un importe igual al 20% de la provisión de fondos no realizada, en 

concepto de penalización». 

 

3.8) Condena en costas, cuantía de la minuta de honorarios del letrado de 

«Agrigón SL» y honorarios del árbitro 

 

Los puntos 1, 2 y 3 del art. 43 del Reglamento de la Corte Aragonesa de Arbitraje 

establecen la necesidad de que los árbitros se pronuncien sobre las costas en el laudo. Las 

costas comprenderán los honorarios y gastos de los árbitros, los honorarios y gastos de 

los letrados defensores o representantes de las partes, los derechos de admisión y 

administración de la Corte, y los demás gastos originados en el procedimiento arbitral, 

incluyendo los impuestos que sean de aplicación. 

En caso de no hacerse expresa condena en costas, las partes deberán abonar las costas 

causadas a su instancia y las comunes por mitad. Pero en caso de que hubiese condena en 

costas a una de las partes, dicha parte deberá resarcir a la adversa de la totalidad de todos 

los gastos causados que tengan la consideración de costas. 

El coste de los honorarios de los árbitros viene regulado en los correspondientes 

Reglamentos de las distintas Cortes de Arbitraje. En concreto, en la Corte Aragonesa de 

Arbitraje y Mediación, la forma de calcular los honorarios del árbitro viene detallado al 

final de su Reglamento (Anexo), en el apartado «costas del arbitraje», «la base para el 

cálculo de los honorarios de los árbitros y de los derechos de administración será el 

contenido económico del arbitraje y, si no fuera determinable, se fijarán por la Corte de 

Arbitraje discrecionalmente. Los derechos de admisión serán una cantidad fija con 

independencia de la cuantía del conflicto.  

 

La fijación de la cuantía entre el máximo y el mínimo reflejada en los honorarios de 

árbitros y derechos de administración fijados por la Corte de Arbitraje se hará por ésta en 
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función de la naturaleza del litigio, complejidad y cualesquiera otras circunstancias que 

se consideran relevantes en relación con el mismo». 

 

En dicho Anexo del Reglamento, hay una tabla en la que se hace el cálculo de los 

honorarios de manera proporcional a la cuantía del arbitraje. Dicha tabla está prevista 

para los arbitrajes en equidad, por lo que los honorarios resultantes deberán ser 

incrementados en un 20%, tal y como el citado Reglamento prevé. En el caso que nos 

ocupa, la cuantía del procedimiento es de 150.330,12 € (tomamos como cuantía el total 

del impago, excluyendo las indemnizaciones solicitadas, ya que ante la situación de crisis 

económica de la demandada y dificultad que es conocida y asumida por «Agrigón S.L.» 

para cobrar la deuda, el aumentar la cuantía del procedimiento tan solo incrementará los 

honorarios que habrá de abonar nuestro cliente). 

 

Al aplicar la escala del Reglamento de la Corte Aragonesa de Arbitraje, estaremos en el 

tramo de «exceso hasta 150.000 euros», lo cual nos dará un promedio de 4.335 € fijos 

más la aplicación del siguiente tramo. A la cantidad de 150.330,12 € hemos de restar la 

de 150.000 €, y a ésta aplicarle el porcentaje del 1,25% (promedio entre el mínimo y el 

máximo), lo cual nos da 4,12 €. Los honorarios del árbitro serán, por tanto, la suma de 

4.335 € más 4,25 €, e incrementados en un 20%, dando un total de 6.300,29 € (IVA 

incluido). 

En cuanto a los honorarios del letrado de «Agrigón SL», que es quien emite este 

Dictamen, podrán pactarse libremente entre el letrado y su cliente en la hoja de encargo. 

No hay ninguna norma que obligue a un letrado a cobrar cantidades fijas por sus servicios. 

Los Criterios orientativos de honorarios de los Colegios Profesionales de Abogados son, 

simplemente, orientativos a efectos de tasaciones de costas y juras de cuenta. Además, en 

cierto modo, el hecho de que fuese obligatorio seguir al pie de la letra los Criterios 

orientativos de honorarios, podría dar lugar al falseamiento de la competencia. 

 

Aun así, suele ser habitual que los Letrados sigan los Criterios de honorarios, ya que, al 

estar escritos y publicados, los clientes pueden saber en todo momento cual es el precio 

que se les va a cobrar por los distintos servicios profesionales.  

 

Para calcular los honorarios del letrado de «Agrigón SL» de acuerdo con los Criterios 

orientativos de honorarios del ReICAZ, debemos acudir a su Criterio número 41.1 a), que 
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regula los honorarios de los Letrados que intervienen en arbitrajes. Dicho Criterio 

establece que el letrado de cada parte percibirá el 90% de la escala aplicable a un 

procedimiento judicial ordinario. Por lo tanto, deberemos aplicar la escala de los Criterios 

orientativos de honorarios del ReICAZ a una cuantía de 150.332,12 €, resultando una 

cantidad total de 14.741,20 €. A esta cantidad, y teniendo en cuenta que D. Fernando Gil, 

administrador de «Agrigón SL», es un cliente habitual de nuestro despacho, podemos 

hacerle una reducción del 30% sobre el precio final, resultando una cantidad a pagar por 

su parte de 10.318,84 € (IVA incluido). 

 

No obstante, en caso de que en el laudo se dé una condena en costas a favor de nuestro 

cliente, «Agrigón SL», deberemos tener en cuenta que, a la hora de enviar nuestra minuta 

de honorarios a la parte contraria, suele ser costumbre en los procedimientos arbitrales 

evitar cobrar honorarios por encima de la cantidad que tendrían derecho a percibir los 

árbitros. Por ello, en la medida de lo posible, trataremos de evitar la presentación a la 

parte contraria de una minuta superior a 6.300,29 €, independientemente de que a nuestro 

cliente se le facture conforme a lo pactado en la hoja de encargo. 

 

 

III. CONCLUSIONES 

 

Según lo expuesto, llego a las siguientes conclusiones: 

1. El arbitraje es un método de resolución de conflictos alternativo a la vía 

jurisdiccional. Las partes someten el conocimiento de la controversia a un tercero 

imparcial (el árbitro o tribunal arbitral), que a su vez se verá limitado a lo pactado 

entre las partes para resolver dicha controversia y dictar la resolución, denominada 

laudo arbitral. Entre las principales ventajas del arbitraje se encuentra su 

celeridad, su flexibilidad y confidencialidad, así como la posibilidad de pactar los 

costes del mismo. En nuestro caso, el arbitraje ha sido institucional (puesto que 

las partes se adhieren al Reglamento de la Corte) y en Derecho (ya que no se pactó 

el de equidad y por tanto el árbitro ha resuelto aplicando las disposiciones legales 

vigentes). 
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«Agrigón SL» y «Ganadería Vacuna Murciana SL» hicieron uso del principio de 

autonomía de la voluntad para incorporar al contrato de compraventa un convenio 

arbitral híbrido, mediante el que se pactaba, en primer lugar, realizar un intento 

de mediación antes de acudir a la vía arbitral, toda vez que la jurisprudencia ha 

considerado que dichas clausulas son válidas y plenamente eficaces.  

Las cláusulas híbridas permiten a las partes decidir, una vez surgida la 

controversia, cual es el mejor método para resolverla. En primer lugar, puede 

hacerse uso de la mediación mediante la que las partes pueden llevar a cabo una 

cesión en determinadas pretensiones con objeto de llegar a un acuerdo. En caso 

de no ser así, cabe llevar a cabo un procedimiento arbitral para que sea un tercero 

imparcial quien resuelva la controversia, mediante un laudo que será firme y 

tendrá efectos de cosa juzgada una vez dictado. 

 

2. Entendemos, dadas las circunstancias del caso, que es conveniente solicitar 

medidas cautelares que aseguren la ejecución de un eventual laudo estimatorio. Si 

bien, como se ha explicado en el desarrollo del Dictamen, es más adecuado 

solicitar la adopción de las medidas cautelares al árbitro, probablemente sea 

necesario recabar el auxilio judicial. 

 

En concreto, la medida cautelar a solicitar va a ser un inventario de bienes. Cabría 

la posibilidad de que la mercantil demandada no permitiese, a la persona 

encargada de hacer el inventario, el acceso a las dependencias de su propiedad en 

las que se encuentra la máquina instalada. Y en este caso, sí que deberíamos 

solicitar la asistencia del Juzgado de Primera Instancia de Teruel para ejecutar la 

medida cautelar coercitivamente, obligando a los administradores de “Ganadería 

Vacuna Murciana S.L.» a permitir la entrada al perito en la nave en la que está 

instalada la máquina «Ordeñadora automática DeLaval 1200». 

 

3. Debido a la mala situación económica por la que está pasando la mercantil 

«Ganadería Vacuna Murciana SL», y que es conocida por mi mandante, creemos 

que es muy probable que dicha empresa solicite la declaración de concurso 

voluntario, bien durante la tramitación o bien durante el transcurso del 

procedimiento de arbitraje.  
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La declaración de concurso, por sí sola, no afectará a los convenios arbitrales 

suscritos por el concursado, según establece la LC en su art. 52.1, por lo que el 

convenio arbitral no verá suspendidos sus efectos de forma automática tras la 

declaración judicial de insolvencia, a no ser que el juez entendiera que dicho 

convenio pudiera suponer un perjuicio para la tramitación del concurso, algo que 

tan sólo suele tener lugar en situaciones verdaderamente excepcionales. 

 

Tampoco se vería afectado el convenio arbitral en caso de que a la fecha de la 

declaración judicial de insolvencia ya se hubiera dictado el laudo, en cuyo caso 

éste sería ya firme, vincularía la decisión del juez y habría que darle el mismo 

trato que a cualquier otra resolución judicial, en cuanto a la integración de la masa 

pasiva.  

 

Cosa distinta sería la ejecución del laudo contra una empresa que se halla en 

situación concursal. En dicho caso sí que sería más difícil ejecutar el laudo, al 

tener que acudir para ello a la jurisdicción ordinaria y ser necesaria la autorización 

del administrador concursal para, entre otras cosas, enajenar bienes de la mercantil 

concursada, como ya se ha explicado en el apartado dedicado a la ejecución del 

laudo.  

 

El laudo que se dicte estimando las pretensiones de «Agrigón SL», dará por 

resuelto el contrato y declarará la validez de la cláusula de reserva de dominio. 

Por ello, el crédito a favor de nuestro patrocinado será calificado como crédito 

con privilegio especial. Para poder proceder a su cobro, se deberá, o bien esperar 

a que se apruebe un convenio que no afecte a la máquina vendida, o bien esperar 

a que transcurra un año desde la declaración de concurso sin que se abra la fase 

de liquidación.  

 

También cabría la posibilidad de que el administrador concursal optase por 

atender al pago de este crédito con cargo a la masa del deudor, en cuyo caso deberá 

hacerse de forma inmediata, abonando la totalidad de los plazos de amortización 

y los intereses vencidos. 
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4. Una vez que haya sido dictado el laudo, debemos tener en cuenta que las 

resoluciones arbitrales son firmes y ejecutables desde el mismo momento en el 

que se dictan, sin posibilidad de recurso salvo en los casos previstos en la Ley de 

Arbitraje y que pueden darse en algunos casos excepcionales. 

 

Si la empresa «Ganadería Vacuna Murciana SL» se negase a cumplir el laudo de 

manera voluntaria, a nuestro cliente no le quedaría otro remedio que solicitar su 

ejecución ante la jurisdicción ordinaria mediante una demanda de ejecución. Y el 

órgano jurisdiccional competente para la ejecución será el Juzgado de Primera 

Instancia de Zaragoza, por ser el del lugar en el que se ha dictado el laudo. 

 

5. En cuanto al fondo del asunto, los elementos esenciales de los contratos son el 

consentimiento, el objeto y la causa. Mientras no falten esos elementos esenciales, 

las partes tienen autonomía para pactar cualesquiera acuerdos que no sean 

contrarios a la ley, al orden público o a las normas imperativas. El art. 1255 del 

Código Civil consagra esa libertad de pactos, que permite a las partes incluir en 

el contrato de compraventa la cláusula de sometimiento a la Corte Aragonesa de 

Arbitraje en lugar de a la jurisdicción ordinaria.  

 

El art. 7.10 de la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles permite, de igual 

manera, que las partes acuerden en el contrato de compraventa un pacto de reserva 

de dominio a favor del vendedor en tanto en cuanto no se haya pagado la totalidad 

del precio acordado.  

 

Tanto el art. 1124 del Código Civil como el art. 10.1 de la Ley de Venta a Plazos 

de Bienes Muebles permiten a las partes optar, en caso de incumplimiento 

contractual de la contraparte, por solicitar el cumplimiento del contrato o por 

resolver el mismo. En nuestro caso, y dado que la parte demandada acumula ya 

casi dos años de impagos, constando a nuestro cliente, además, la mala situación 

de dicha mercantil, es más recomendable solicitar la resolución del contrato y la 

acción de restitución de la máquina en base a la reserva de dominio. No obstante, 

para poder evitar la devolución de las cantidades ya pagadas (que no olvidemos 

que en el contrato de compraventa había una cláusula que permitía al vendedor 
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retenerlas en caso de impago), solicitaremos tres indemnizaciones en base a los 

arts. 10.1 a) y b) de la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles: 

 

A) Una indemnización equivalente al 10% del total de los plazos 

impagados. 

B) Una indemnización por depreciación comercial de la máquina desde 

que fue instalada en las dependencias de la empresa demandada a 

principios del año 2015. 

C) Una indemnización por deterior de la máquina. 

 

Debido a que la máquina se encuentra instalada en Teruel y las naves y 

dependencias propiedad de nuestro cliente, «Agrigón SL» se encuentran en 

Zaragoza, solicitaremos también en la demanda que se abone a nuestro cliente el 

abono de los gastos de desmontaje y transporte de la máquina de Teruel a 

Zaragoza. Estos gastos serán convenientemente justificados con un presupuesto 

elaborado por una empresa externa a «Agrigón SL». 

En último lugar, solicitaremos la condena en costas de la mercantil demandada, 

por ser estimadas todas las pretensiones de nuestro cliente en el laudo. Además, 

se deberá condenar a «Ganadería Vacuna Murciana SL» a pagar a nuestro cliente 

una penalización del 20% de la provisión de fondos no abonada en su día y que 

«Agrigón SL» debió asumir para poder dar comienzo al procedimiento arbitral. 

Todo ello, siguiendo lo establecido por el art. 43. 1º y 2º del Reglamento de la 

Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación. 

 

6. Para finalizar, debemos hacer una breve referencia al coste económico del 

arbitraje en cuanto a los honorarios de los árbitros y Letrados de las partes.  

 

Los honorarios del árbitro vienen fijados en una tabla que recoge el Anexo del 

Reglamento de la Corte Aragonesa de Arbitraje y Mediación, y que tras aplicar 

dicha tabla a la cuantía del procedimiento (150.330,12 €), resulta una cantidad de 

6.300,29 €, con el IVA incluido. 

 



Dictamen elaborado por Samuel Muñoz Acín con objeto de un incumplimiento de contrato de 

compraventa con cláusula de arbitraje 

 

58 

 

En cuanto al letrado de «Agrigón SL», éste se acogerá a los Criterios orientativos 

de honorarios del ReICAZ, aplicando sobre el precio resultante una reducción del 

30% en atención al cliente. No es obligatorio seguir estos criterios por parte de los 

letrados, pero considero que es lo más beneficioso y seguro tanto para el letrado 

como para el cliente, ya que éste último podrá saber en todo momento el coste 

económico que puede tener cada actuación de su abogado. 

 

Deberemos aplicar el Criterio nº 41.1 a) de los Criterios orientativos de honorarios 

del ReICAZ, que fija los honorarios para los Letrados que intervienen en arbitrajes 

en un 90% de lo que resulte al aplicar la escala a la cuantía del procedimiento 

arbitral. 

Una vez aplicada la escala, obtenemos una cantidad de 14.741,20 € (IVA 

incluido). Y sobre esta cantidad haremos una reducción del 30%, reducción que 

hacemos a todos los clientes habituales de nuestro despacho.  

La cuantía de los honorarios de quien suscribe sería, por tanto, de 10.318,84 € 

(IVA incluido). 

 

A efectos de la tasación de costas, la minuta de honorarios que presentaremos ante 

la Corte y ante la parte contraria será igual a la cuantía de los honorarios del árbitro 

(6.300,29 €), ya que es costumbre en los procedimientos arbitrales, por cortesía, 

evitar cobrar cantidades superiores a las que cobra el árbitro o el tribunal arbitral. 

En los arbitrajes institucionales los árbitros tienen fijados sus honorarios por el 

Reglamento de la Corte, cuya escala es inferior a la de los Criterios de honorarios 

de los letrados que intervienen en los procedimientos. 

 

Este es mi DICTAMEN, que emito a requerimiento de D. Fernando Gil López, en 

nombre y representación que ostenta de la mercantil «Agrigón SL», y someto a cualquier 

otro criterio mejor fundado en Derecho.  

En la I.C. de Zaragoza, a 15 de diciembre de 2016. 

 

 

D. Samuel Muñoz Acín. 
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IV. NOTA DEL AUTOR 

Este Trabajo de Fin de Máster está basado en un caso real. Todos los nombres propios 

de personas físicas y jurídicas, así como las fechas y lugares a los que se hace 

referencia son ficticios, siendo cualquier parecido con la realidad, pura coincidencia. 

De igual manera, los hechos recogidos han sido modificados sustancialmente, en aras 

a proteger la privacidad de los datos de las personas y empresas reales, y también para 

salvaguardar la confidencialidad del arbitraje. Precisamente esa confidencialidad es 

lo que hace que sea un atractivo método alternativo de resolución de conflictos para 

las partes que se someten a él, al igual que la posibilidad de pactar sus reglas, la 

rapidez con la que se obtienen las resoluciones y su asumible coste económico. 
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